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GACETA DE JURISPRUDENCIA 
Providencias Sala de Casación Civil 

N° 10-2022 

 

A 

ACCIÓN REIVINDICATORIA-Sentido y alcance de la expresión «la nulidad 
judicialmente pronunciada da acción reivindicatoria contra terceros poseedores, sin 
perjuicio de las excepciones legales» del artículo 1748 del Código Civil. La 
reivindicación es improcedente cuando se intenta luego de que el tercero poseedor ha 
reunido los requisitos para adquirir por cualquier clase de usucapión. Es deber de 
los interesados reivindicar oportunamente para impedir que el tercero poseedor 
consolide su derecho, toda vez que una de las excepciones a las que se refiere el 
artículo es la usucapión. (SC2474-2022; 07/10/2022)  
 

 

C 

CONTRATO DE HIPOTECA ABIERTA SIN LÍMITE DE CUANTÍA-Nulidad absoluta 
por falta de precisión sobre los créditos amparados. Que los contratantes no incluyan 
ningún límite respecto a la fecha de nacimiento del crédito o su fuente, no descubre 
indeterminación, sino la decisión de amparar genéricamente todos los débitos que los 
deudores contraigan con el acreedor, incluyendo las erogaciones vinculadas, propio 
de una hipoteca abierta. Las partes señalaron las reglas que servirían para definir las 
obligaciones garantizadas con la hipoteca constituida, en particular, el deudor, 
acreedor, temporalidad y causa, siempre dentro del contexto de una garantía abierta 
sin límite de cuantía. (I) la hipoteca abierta sin límite de cuantía se encuentra 
permitida en nuestro ordenamiento jurídico; (II) para la determinación de las 
obligaciones garantizadas, tratándose de garantías abiertas, basta que las partes 
señalen las reglas para su concreción futura; y (III) es dable que se otorgue la hipoteca 
previamente a los créditos a los cuales accede, por expreso mandato legal, sin 
desconocer su naturaleza accesoria. Generalidades del contrato de hipoteca. La 
hipoteca como derecho real y como contrato de convención accesoria. (SC3097-2022; 
03/10/2022) 
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D 

DERECHO DEL CONSUMIDOR INMOBILIARIO-Efectividad de la garantía legal 
por la calidad, idoneidad y buen funcionamiento de áreas o zonas comunes de 
edificio de copropiedad. Exoneración de responsabilidad del productor y proveedor, 
ante el hecho de un tercero: la demandante decidió a motu proprio impedir los 
ajustes programados y, por su cuenta y riesgo, asumió su realización con un 
tercero, sin contar con la autorización del responsable de la garantía legal. Artículo 
16 numeral 2º ley 1480. Confusión entre la obligación de garantía legal y las 
causales eximentes de responsabilidad: si bien existe solidaridad respecto al 
cumplimiento de la garantía, cuando la víctima decide que los arreglos sean 
realizados por alguien que no ha sido autorizado, asume los riesgos de su actuar y 
elimina esta carga del productor y comercializador. La ley obliga al consumidor a 
«obrar de buena fe frente a los productores y proveedores y frente a las autoridades 
públicas». Directrices de la carga de la prueba: (I) corresponde al consumidor 
demostrar el defecto o vicio que atenta contra la calidad, idoneidad y seguridad; (II) 
es deber del productor o proveedor demostrar la reparación, para lo cual debe 
expedir una constancia sobre las actividades realizadas y los repuestos 
suministrados; y (III) cuando se invoque una causal de exoneración, su 
demostración está en cabeza del productor o proveedor. Artículo 10 inciso 2º ley 
1480 de 2011. Responsabilidad solidaria de propietario comercializador, gerente y 
contratista constructor. (SC2850-2022; 25/10/2022) 
 
Efectividad de la garantía legal por la calidad, idoneidad y buen funcionamiento de 
áreas o zonas comunes de edificio de copropiedad. Es imperativa la formulación de 
la reclamación directa al productor y, o proveedor, la cual debe presentarse por 
escrito, con indicación del defecto, constituyéndose en un requisito para el 
nacimiento de la obligación legal. La ausencia de reclamación -en la oportunidad 

debida- impide que el débito resarcitorio se configure, en tanto nadie puede estar 
obligado a cumplir una carga de la cual no tiene noticia y que no tuvo oportunidad 
de consentir u oponerse. La presentación de la reclamación directa es una 
condición de la garantía legal. Artículo 2° del decreto 735 de 2013. La garantía legal 
comprende la estabilidad de la obra por diez años, para los acabados un año, un 
año para líneas vitales infraestructura básica de redes, tuberías o elementos 
conectados o continuos, que permiten la movilización de energía eléctrica, agua y 
combustible y diez años para estructura. Artículo 8º ley 1480 de 2011 y 13 decreto 
735 de 2013. Excepción de prescripción y, o caducidad. (SC2850-2022; 
25/10/2022) 
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E 

EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA LEGAL-Interpretación del término para el 
reclamo judicial que establece el artículo 58 numeral 3º de la ley 1480 de 2011. 
Las controversias respecto a la satisfacción de la garantía legal, en caso de que no 
puedan solucionarse de forma directa o por métodos alternativos de resolución 
(artículo 7° del decreto 735 de 2013), podrán desatarse a través de la acción judicial 
respectiva (artículo 56 de la ley 1480 de 2011). En este último evento, el numeral 
3° del artículo 58 ibidem impuso un término para la proposición de la reclamación 
jurisdiccional, so pena de que se extinga la posibilidad de acudir al aparato judicial 
para lograr la satisfacción de la garantía legal. Plazo que fue estimado por el 
legislador como de prescripción, según el inciso segundo del numeral 6° del artículo 
58 de la ley 1480 de 2011. (SC2850-2022; 25/10/2022) 
 
Interpretación del término para el reclamo judicial que establece el artículo 58 
numeral 3º de la ley 1480 de 2011. No tratándose de la extinción de un derecho 
material, sino del ejercicio de la acción que conlleva igualmente la del derecho, sin 
que pueda confundirse éste con aquella, se identifica como de caducidad y no de 
prescripción, el plazo consagrado en el núm. 3 del art. 58 de la Ley 1480 de 2011 
para presentar la demanda en acciones jurisdiccionales de protección al 
consumidor, lo que impone su reconocimiento oficioso o a solicitud de parte como 
se deriva igualmente de lo dispuesto por los arts. 90, 280 inciso 2º, 281 inciso 1º y 
282 del C.G.P., aplicables en la forma que señala el artículo 40 de la Ley 153 de 
1887. La conclusión anterior no se altera bajo los supuestos de la referencia a la 
prescripción contenida en el numeral 6º del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, ni 
al de interpretación favorable al consumidor establecido por el artículo 4º de la ley 
citada. Aclaración de voto Magistrada Hilda González Neira. (SC2850-2022; 
25/10/2022) 

 
Interpretación del término para el reclamo judicial que establece el artículo 58 
numeral 3º de la ley 1480 de 2011. Al referirse la sentencia al término contemplado 
en el numeral 3º como de prescripción y no de caducidad, no solo se desconoce la 
naturaleza jurídica de cada institución, sino que, además, se elimina la facultad de 
que el juez la declare ex officio de encontrarla configurada, dejándola solo al arbitrio 
de los convocados para que la invoquen como mecanismo exceptivo. Como la 
adecuación a la figura de la prescripción o a la caducidad quedó sujeta a la 
interpretación de cada juzgador, no existe un criterio uniforme sobre la materia. 
Sin embargo, para superar ese escollo, es necesario indagar sobre el origen y al 
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principio de la seguridad jurídica que permiten concluir que el plazo consagrado es 
de caducidad. Si bien nuestro ordenamiento legal busca garantizar el principio pro 
consumatore como fuente de este tipo de relaciones jurídicas, su aplicación no 
puede ser absoluta ante la presencia de normas de carácter procesal, ya que no 
pueden desconocerse con el argumento de salvaguardar un interés superior. 

Aclaración de voto Magistrada Martha Patricia Guzmán Álvarez. (SC2850-2022; 
25/10/2022) 
 
Interpretación del término para el reclamo judicial que establece el artículo 58 
numeral 3º de la ley 1480 de 2011.Como la controversia no tenía relación alguna 
con la prescripción, no parece existir justificación para que se hubiera incluido la 
propuesta hermenéutica. Las acciones ordinarias, como la resolutoria, prescriben 
en diez años, conforme la regla general del artículo 2536 del Código Civil. Y como 
este término es más amplio, o «más benévolo para el consumidor», en palabras de 
la Corte, que el que prevé el artículo 58 numeral 3º, fuerza colegir que la tesis de 
la favorabilidad implica hacer prevalecer el lapso de prescripción decenal por sobre 
el anual especial, aun a pesar de que el promotor hubiera elegido encauzar sus 
reclamos de justicia a través de la acción de protección al consumidor. Y teniendo 
que preferirse el plazo más amplio, es forzoso concluir que la postura que se 
defiende en la decisión de casación conlleva la derogatoria tácita de una norma de 
orden público y que no parece haber sido considerado al momento de proponer la 
solución que se explica en el numeral 6.2.2.6. de la sentencia. Aclaración de voto 
Magistrado Luis Alonso Rico Puerta. (SC2850-2022; 25/10/2022) 
 

 

I 

INCONGRUENCIA CITRA PETITA-Ante la 1) ausencia de pronunciamiento sobre el 
llamamiento en garantía al contratista constructor y la 2) omisión en la resolución de 

todas las excepciones. Como la decisión de primer grado resultó denegatoria de las 
pretensiones, por la ausencia de prueba del daño reclamado, las demandantes se 
abstuvieron de acudir a la impugnación vertical con el fin de criticar lo tocante a la 
excepción. El juzgador -al desatar la apelación- se abstuvo de analizar nuevamente 
la defensa, a pesar de que las demandadas insistieran en su reconocimiento en caso 
de revocar el proveído de primer grado. Cuando en segundo grado se acceda a las 
pretensiones, corresponde el análisis de todos los elementos con incidencia en el 
reconocimiento del derecho reclamado, en especial, cuando la parte convocada los ha 
esgrimido como medios de defensa, con independencia de que fuera apelante. Artículo 
282 Inciso 3º CGP. (SC2850-2022; 25/10/2022) 
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INCONGRUENCIA MINIMA PETITA-Pronunciamiento sobre pretensiones 
acumuladas. De la interpretación de la demanda para efectos de establecer el orden 
en que apreciarían las pretensiones al entrar a resolver los recursos de apelación 
formulados por ambas partes, el juzgador optó por considerar principal únicamente 

la primera y las demás como subsidiarias, de manera que su estudio se supeditaría 
al fracaso de cada una de las precedentes. De haberse presentado algún desafuero 
en la interpretación de la demanda, su ataque es ajeno a este escenario y sería propio 
de un error de juzgamiento censurable por la vía de la causal segunda. (SC3280-
2022; 21/10/2022) 
 
INTERPRETACIÓN DE LA EXCEPCIÓN-Rehusar una excepción porque el título 
asignado por el demandado no guarda coherencia con su contenido, equivale a 
subordinar el derecho material a una mera formalidad, cuando lo correcto es acudir 
a las reglas de interpretación y desentrañar su alcance a partir de su contenido y 
extensión, que en el caso refleja una censura por no agotamiento de la reclamación 
directa. (SC2850-2022; 25/10/2022) 
 
INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA-De la pretensión consecuencial. La necesidad 
de interpretar la demanda supone que la misma no haga gala de claridad sino de 
ambigüedad, oscuridad o ambivalencia; por el contrario, si los hechos y pretensiones 
son claros, no hay razón que justifique una intervención del juzgador en ese sentido. 
Revisada la redacción de la súplica consecuencial al decreto de nulidad absoluta de 
las decisiones cuestionadas, no se advierte confusa o contradictoria. Es posible que 
solo al momento de proferir la decisión de instancia, el sentenciador encuentre en la 
falta de claridad de la demanda un escollo para proveer, lo que no puede convertirse 
en un obstáculo insalvable para cumplir su deber de resolver en derecho la litis. 
(SC3280-2022; 21/10/2022) 
 

 

J 

JUSTO TÍTULO-Es justo el título cuando: a) es verdadero, existe en la realidad, lo 
cual excluye a los falsificados u otorgados por quien no es mandatario o representante 
del otorgante. b) es eficaz, carece de defectos sustanciales que lo invaliden. c) en 
materia de bienes que exigen una formalidad en particular para su enajenación es 
solemne, por ejemplo, la escritura pública para los bienes raíces. d) permite concluir 
que de haberse ejecutado por el verdadero propietario y perfeccionado el modo, el 
derecho real habría ingresado al patrimonio del poseedor. e) se evalúa con objetividad, 
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marginando aquellas circunstancias que le resulten ajenas. f) se aprecia al momento 
de su existencia, y no en un instante posterior. (SC2474-2022; 07/10/2022) 

 
 

L 

LLAMAMIENTO EN GARANTÍA-De la empresa encargada de la construcción, por 
contrato de ejecución de obra, con suministro de materiales, bajo el sistema de 
precio cerrado, ante el reclamo de las garantías legales. Al margen de la solidaridad 
existente entre el productor y proveedor frente al consumidor, esto no impide que 
aquel pueda repetir frente al directamente obligado, en aplicación de los artículos 
1579 y 1668 del Código Civil. En líneas generales, el constructor exclusivamente 
responde por la fabricación, no así por las secuelas que emanen causalmente de 
problemas de diseño (en materias arquitectónicas, estructurales y no 
estructurales) o estudios geotécnicos o de suelos, pues estos últimos son 
competencia de otros profesionales. (SC2850-2022; 25/10/2022) 
 

 

P 

PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA ORDINARIA-Que formula antiguo propietario del 
bien, con respaldo en la compraventa, como justo título. Posesión regular: procede de 
justo título y buena fe, aunque «no subsista después de adquirida la posesión» 
(artículo 764 Código Civil). En la época de la adquisición, el prescribiente no contaba 
con ningún elemento de juicio que le permitiera sospechar que el título antecedente 
podía ser invalidado por decisión judicial. El demandante -además de poseedor 
regular- está amparado por la presunción de buena fe. La inscripción de la demanda 
de nulidad del título antecedente en los folios de matrícula inmobiliaria se perfeccionó 
cuando las ahora reivindicantes ya eran mayores de edad y luego de que el promotor 
celebrara el contrato de compraventa -título-. La prescripción adquisitiva ordinaria 
es susceptible de suspensión. (SC2474-2022; 07/10/2022) 
 
Que formula antiguo propietario del bien, con respaldo en la compraventa, como justo 
título. La tesis que se reprodujo en la providencia mayoritaria deja sin efectos una 
solemnidad legal y con ello, una trascendente regla probatoria, que desvirtúa el 
sentido de la coexistencia de título y modo, que reclama nuestro ordenamiento en 
torno a la traditio. No parece posible demostrar en un juicio que una persona celebró 
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un contrato de compraventa sobre un bien inmueble (título) con la constancia de 
haberse inscrito la transferencia en el registro pertinente (modo). Como tratándose 
de inmuebles el referido título debe constar por escritura pública -según solemnidad 
ad substantiam actus y ad probationem, en los términos del artículo 1857 del Código 
Civil-, este solo podría probarse con su aportación, conforme a las reglas de 

conducencia que señala el artículo 176 del Código General del Proceso. En esta 
sentencia se reitera la tesis defendida en SC3450-2021. Disenso con la tesis que 
pretende extraer la prueba de derechos reales del folio de matrícula inmobiliario en 
el que fueron registrados. Aclaración de voto Magistrado Luis Alonso Rico Puerta. 
(SC2474-2022; 07/10/2022) 
 

 

R 

RECURSO DE CASACIÓN-El ad quem se desapegó de la normativa sustancial 
cuando concluyó que la posesión del usucapiente (antiguo propietario del bien) era 
opaca o ambigua pese a que reconoció expresamente su condición de poseedor de 
buena fe; que no estaba respaldada por un justo título -compraventa- y terminó 
exigiendo requisitos adicionales, tales como acudir al juicio de sucesión, invocar la 
usucapión antes de la fecha en que lo hizo o demandar a la tradente. Si bien los 
embates enuncian la violación directa e indirecta, en realidad desarrollaron una 
discusión meramente jurídica y propia del desconocimiento recto de normas de esa 
naturaleza, sus planteamientos son propios de la vía recta. Autonomía, separación y 
unión de acusaciones. Estudio conjunto de los cargos. (SC2474-2022; 07/10/2022) 
 
En su segundo cuestionamiento, la demandante intentó modificar los hechos que 
tuvo en cuenta el tribunal al momento de elegir e interpretar las reglas sustanciales 
que empleó en su sentencia, lo cual es incompatible con las exigencias técnicas de la 
causal primera de casación. A lo anterior se suma que cada uno de los raciocinios 

que componen la censura, considerado individualmente, resulta novedoso, 
desenfocado y carente de un desarrollo jurídico acorde con las exigencias del recurso 
de casación. Medio nuevo en casación. (SC1627-2022; 10/10/2022) 
 

 

U 
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UNIÓN MARITAL DE HECHO-La excepción de prescripción extintiva de las acciones 
para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial, formulada por 
uno de los herederos, beneficia a los demás herederos convocados en calidad de litis 
consortes necesarios. Doctrina probable procesal: si dos o más de los herederos son 
demandados como tales, y comparecen al proceso sin manifestar su repudio por la 

herencia, conformarán entre sí un litisconsorcio necesario, en tanto no es posible 
dictar sentencia sin su presencia, y las decisiones que adopten allí los jueces de la 
causa tendrán que ser indefectiblemente idénticas para todos ellos. Interrupción civil 
de la prescripción extintiva: el ordenamiento procesal civil vincula el comienzo de la 
anualidad que contempla el artículo 94 del CGP. con «la notificación [del auto 
admisorio] al demandante» -lo que ocurrió en la fecha indicada por el ad quem-, y no 
con la ejecutoria de esa decisión, o de otras posteriores. La pretensión declarativa de 
existencia de unión marital se encuentra vinculada con el estado civil de las personas, 
por lo que puede enarbolarse en cualquier tiempo. Así las cosas, supeditar la 
prescripción de las acciones orientadas a disolver y liquidar la sociedad patrimonial 
a la declaración judicial previa de esa unión podría traducirse en que la situación de 
los bienes comunes permanezca en perenne indefinición, en desmedro de la 
seguridad jurídica y de los derechos de terceros. (SC1627-2022; 10/10/2022)  
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GACETA DE JURISPRUDENCIA 
Providencias Sala de Casación Civil 

N° 10-2022 

SC3097-2022 

 

CONTRATO DE HIPOTECA ABIERTA SIN LÍMITE DE CUANTÍA-Nulidad absoluta por 

falta de precisión sobre los créditos amparados. 
 

EXTRACTO-Que los contratantes no incluyan ningún límite respecto a la fecha de 

nacimiento del crédito o su fuente, no descubre indeterminación, sino la decisión de 

amparar genéricamente todos los débitos que los deudores contraigan con el acreedor, 

incluyendo las erogaciones vinculadas, propio de una hipoteca abierta. Las partes 
señalaron las reglas que servirían para definir las obligaciones garantizadas con la hipoteca 

constituida, en particular, el deudor, acreedor, temporalidad y causa, siempre dentro del 

contexto de una garantía abierta sin límite de cuantía. (I) la hipoteca abierta sin límite de 

cuantía se encuentra permitida en nuestro ordenamiento jurídico; (II) para la determinación 

de las obligaciones garantizadas, tratándose de garantías abiertas, basta que las partes 

señalen las reglas para su concreción futura; y (III) es dable que se otorgue la hipoteca 
previamente a los créditos a los cuales accede, por expreso mandato legal, sin desconocer 

su naturaleza accesoria. Generalidades del contrato de hipoteca. La hipoteca como derecho 

real y como contrato de convención accesoria. 

  

Fuente formal:  
Artículo 336 numeral 1º CGP.  

Artículos 8°, 16, 28 Ley 1579 de 2012.  

Artículos 1499, 1502, 1518, 2434, 2435, 2438 inciso final CC.  

Artículos 2439, 2455, 2457, 2464, 2537 CC.  

Artículo 237 Ley 685 de 2001.  

Artículo 35 Decreto 1250 de 1970. 
 

Fuente jurisprudencial:  

1) Como derecho real que es, la hipoteca concede al titular los atributos que atañen a los 

demás de su tipo, es decir, la persecución y la preferencia, caracteres que han sido 

reconocidos por la Corte, con apoyo en los artículos 2452 y 2448 del Código Civil, como la 
facultad del acreedor para “embargar y hacer vender ese bien, al vencimiento del término, 

sea quien fuere el poseedor, para hacerse pagar con el precio, de preferencia a los otros 

acreedores” (XLIV, Pág. 542). En otras palabras, la hipoteca permite al acreedor promover 

las acciones judiciales tendientes a la satisfacción de las obligaciones garantizadas, con 

abstracción de quién sea el dueño o poseedor actual del bien gravado y asistido aquel 

acreedor del derecho de preferencia respecto de los demás acreedores de menor derecho: 
SC, 2 dic. 2009, rad. n.° 2003-00596-01.  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/11/SC3097-2022-2015-00070-01.pdf


 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2022-10 

11 

2) La hipoteca es una seguridad real e indivisible que consiste en la afectación de un bien 

raíz del deudor al pago de una obligación, sin desposesión actual del constituyente, y que 
le permite al acreedor embargar y hacer vender ese bien, al vencimiento del término, sea 

quien fuere el poseedor, para hacerse pagar con el precio, de preferencia a los otros 

acreedores»: SC, 15 dic. 1936.  

3) Hipoteca. En verdad es una doble solemnidad, como ha sido reconocido por esta 

Corporación, por cuanto «deberá otorgarse por escritura pública… y… está sujeto al 

registro, art. 2435», de allí que «[l]a falta de instrumento público no puede suplirse por otra 
prueba»: SC, 30 ab. 1938.  

4) Es «indispensable que quien constituye la hipoteca sea el titular del inmueble que va a 

hipotecar, de modo que la doctrina predominante ha sido la que propugna porque la 

hipoteca de cosa ajena carece de validez»: SC, 27 jul. 1959, G.J. XCI, n.° 2214.  

5) «En nuestro ordenamiento jurídico, por ende, no es menester ni la preexistencia ni la 
determinación de las obligaciones principales a la constitución de la garantía»; SC, 1° jul. 

2008, rad. n.° 2001-00803-01.  

6) Principio de indivisibilidad. El primero prescribe que el inmueble gravado, sus aumentos, 

mejoras, accesiones, frutos e indemnizaciones (artículos 2445 y 2446), amparan el 

cumplimiento de cada una de las obligaciones garantizadas, incluyendo capital e intereses 

(artículo 2433), como certeramente lo dictaminó la Corte años atrás: «la finca hipotecada 
responde tanto por el principal como por los intereses»: SC, 10 dic. 1886, G.J. I, n.° 14.  

7) La hipoteca abierta sin límite de cuantía, es «una garantía abierta para varias, diferentes, 

múltiples [y, o] sucesivas obligaciones, por lo común, futuras, indeterminadas y 

determinables durante su vigencia sin necesidad de estipulación posterior, siendo así 

‘general respecto de las obligaciones garantizadas’» (SC, 3 jul. 2005, rad. n.° 00040-01); en 
otras palabras, es «la garantía constituida para amparar de manera general obligaciones 

que de ordinario no existen ni están determinadas en su cuantía al momento del gravamen»: 

SC, 1° jul. 2008, rad. n.° 2001-00803-01.  

8) [N]o sólo legalmente la hipoteca se puede convenir con anterioridad al contrato 

garantizado permitiéndose la indeterminación de la obligación protegida, sino porque es 

clara la potestad de los contratantes de determinar el monto del gravamen al momento de 
su otorgamiento, situación que para nada restringe el derecho del deudor a pedir la 

reducción del importe de la hipoteca, cuando establecida quede la cuantía o naturaleza del 

contrato principal o cuando expresamente la convengan las partes o la determine el juez y 

con base en ello ejercer su derecho de reducción…: SC, 1° jul. 2008, rad. n.° 2001-00803-

01.  
9) Total, la determinación se satisface cuando en el título se «establece[n] las bases firmes 

para llegar a precisar [el objeto] sin ninguna duda», esto es, basta que la prestación «pueda 

ser establecid[a] más tarde por una simple operación o una serie de operaciones 

aritméticas, sin ninguna apreciación arbitraria» (SC, 2 jul. 1958, G.J. LXXXVIII).  

10) [A]tendiendo la presunción de legalidad y acierto con que el proveído de mérito de 

segunda instancia arriba a casación y en aplicación del principio de conservación de los 
actos procesales, es menester interpretarlo sistemáticamente, mirándolo como un 

todo…Desde esta perspectiva hermenéutica, la Corte ha predicado reiteradamente que aún 

si en la parte resolutiva no aparece pronunciamiento expreso sobre todos los aspectos que 
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deberían ser definidos allí, no por ello el fallador cayó en el yerro de desarmonía, si del 

apartado de consideraciones se puede extraer que en efecto adoptó una determinación en 
relación con el tópico debatido: SC2217-2021. 

 

Fuente doctrinal:  

Ricardo Luis Lorenzetti, Tratado de los Contratos, Tomo I, Rubinzal-Culzoni, 1999, p. 37.  

César Gómez Estrada, De los Principales Contratos Civiles, Temis, 2008, p. 470.  

Arturo Alessandri Rodríguez y Manuel Somarriva Undurraga Curso de Derecho Civil, Tomo 
IV, Fuente de las obligaciones, Ed. Nascimiento, Santiago de Chile, 1942, p. 659 y 660.  

Fernando Hinestrosa, Derecho Civil, Obligaciones, Universidad Externado de Colombia, 

1968, p. 313. 

 

ASUNTO:  
Recurso de casación interpuesto por Saín Aguirre, frente a la sentencia proferida por el 

Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, dentro del proceso que en su contra promovieron 

Luz Dary Garcés de Puerta y Gustavo Alberto Puerta Muñoz, y al cual se vinculó como 

litisconsorte necesario a Martha Elena Puerta Garcés. Los promotores deprecaron que se 

declare que «la hipoteca abierta y sin límite de cuantía, constituida mediante escritura 

pública sobre el inmueble… es inexigible e inoperante». Se informó que a la fecha de la 
demanda no existen títulos valores otorgados por los hipotecantes en favor del acreedor, 

por lo que surgió el deber de cancelar el gravamen, sin que se lograra un acuerdo entre los 

interesados en la conciliación extrajudicial. El a quo reconoció «la prosperidad de la 

excepción denominada ‘inexistencia de la causa invocada’» y negó las pretensiones. El ad 
quem revocó y declaró «de oficio, la nulidad absoluta de la hipoteca contenida en la 

escritura». En casación, se acusó el desconocimiento directo de los artículos 1741, 1742, 

2432, 2434, 2435, 2436, 2438, 2455, 2457 y 2492 del Código Civil, al haberse declarado 
de forma oficiosa, la nulidad de la hipoteca abierta sin límite de cuantía, pues los motivos 

invocados por el sentenciador en realidad aluden a la existencia del contrato. La Sala casa 

parcial, pues las consideraciones que sirvieron para rehusar las pretensiones devienen 

intangibles en este momento procesal, al no haber sido objeto de acusación, en concreto, 

lo tocante a la exclusión de la fianza hipotecaria y la no configuración de causales de 
extinción del gravamen para la fecha de presentación del libelo genitor. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-032-2015-00070-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3097-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 03/10/2022 
DECISIÓN    : CASA PARCIAL Y MODIFICA  

 

 

SC2474-2022 
 

PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA ORDINARIA-Que formula antiguo propietario del bien, con 

respaldo en la compraventa, como justo título. 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/11/SC2474-2022-2015-00456-01.pdf
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EXTRACTO-Posesión regular: procede de justo título y buena fe, aunque «no subsista 
después de adquirida la posesión» (artículo 764 Código Civil). En la época de la adquisición, 

el prescribiente no contaba con ningún elemento de juicio que le permitiera sospechar que 

el título antecedente podía ser invalidado por decisión judicial. El demandante -además de 

poseedor regular- está amparado por la presunción de buena fe. La inscripción de la 

demanda de nulidad del título antecedente en los folios de matrícula inmobiliaria se 

perfeccionó cuando las ahora reivindicantes ya eran mayores de edad y luego de que el 
promotor celebrara el contrato de compraventa -título-. La prescripción adquisitiva 

ordinaria es susceptible de suspensión. 

 

JUSTO TÍTULO-Es justo el título cuando: a) es verdadero, existe en la realidad, lo cual 

excluye a los falsificados u otorgados por quien no es mandatario o representante del 
otorgante. b) es eficaz, carece de defectos sustanciales que lo invaliden. c) en materia de 

bienes que exigen una formalidad en particular para su enajenación es solemne, por 

ejemplo, la escritura pública para los bienes raíces. d) permite concluir que de haberse 

ejecutado por el verdadero propietario y perfeccionado el modo, el derecho real habría 

ingresado al patrimonio del poseedor. e) se evalúa con objetividad, marginando aquellas 

circunstancias que le resulten ajenas. f) se aprecia al momento de su existencia, y no en 
un instante posterior. 

 

ACCIÓN REIVINDICATORIA-Sentido y alcance de la expresión «la nulidad judicialmente 

pronunciada da acción reivindicatoria contra terceros poseedores, sin perjuicio de las 

excepciones legales» del artículo 1748 del Código Civil. La reivindicación es improcedente 
cuando se intenta luego de que el tercero poseedor ha reunido los requisitos para adquirir 

por cualquier clase de usucapión. Es deber de los interesados reivindicar oportunamente 

para impedir que el tercero poseedor consolide su derecho, toda vez que una de las 

excepciones a las que se refiere el artículo es la usucapión. 

 

RECURSO DE CASACIÓN-El ad quem se desapegó de la normativa sustancial cuando 
concluyó que la posesión del usucapiente (antiguo propietario del bien) era opaca o ambigua 

pese a que reconoció expresamente su condición de poseedor de buena fe; que no estaba 

respaldada por un justo título -compraventa- y terminó exigiendo requisitos adicionales, 

tales como acudir al juicio de sucesión, invocar la usucapión antes de la fecha en que lo 

hizo o demandar a la tradente. Si bien los embates enuncian la violación directa e indirecta, 

en realidad desarrollaron una discusión meramente jurídica y propia del desconocimiento 
recto de normas de esa naturaleza, sus planteamientos son propios de la vía recta. 

Autonomía, separación y unión de acusaciones. Estudio conjunto de los cargos. 

 

Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 1º, 2º CGP.  
Artículos 2522, 2529, 2530, 2532 CC.  

Artículos 792, 946,951, 1748, 2523 CC.  

Artículos 314, 317, 762, 768 CC.  
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Artículos 11, 94, 95, 282, 375 CGP.  

Artículo 344 parágrafo 2º CGP.  
Artículos 2513, 2514, 2515 CC.  

Artículos 764, 766, 769, 2531 CC.  

Artículos 234 y 235 numeral 1º C Po.  

Artículo 58 C Po. 

 

Fuente jurisprudencial:  
1) Esta Sala ha recordado que, en oposición a la Constitución Política de 1886, «el 

constituyente de 1936 relativizó el derecho fundamental de la propiedad, acentuando la 

sumisión de ésta a los intereses de la colectividad y con ello la limitación del libre arbitrio 

del propietario», razón por la que le asignó «el fundamento de la función social que implica 

obligaciones» y, en consecuencia, «ha cesado de ser un derecho absoluto, esto es, 
jurídicamente inexpugnable»: SC 10 mar. 1938.  

2) Los bienes poseídos deben ser prescriptibles, es decir, que se encuentren en el «comercio 

humano», lo cual no se predica de los «de uso público, los parques naturales, las tierras 

comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la 

Nación» y los demás que excluyan las leyes especiales (arts. 2518 y 2519 C.C. y 63 de la 

Constitución Política), tales como los fiscales o de las entidades públicas, a menos que 
sobre estos últimos la usucapión se hubiere consolidado antes del 1º de julio de 1971 (fecha 

en que empezó a regir la regla de la imprescriptibilidad plasmada en el Código de 

Procedimiento Civil) o de que el bien hubiera dejado de ser privado y pasara a convertirse 

en propiedad del ente estatal: SC3934-2020.  

3) Ha sostenido la Sala que «el poseedor es de buena fe cuando cree que su título le ha 
convertido en propietario del inmueble o en titular del derecho real que deseaba adquirir 

sobre dicho inmueble», razón que impone considerarla como «una realidad jurídica actuante 

y no simplemente como una intención de legalidad y una creencia de legitimidad, en forma 

que la cuestión predominante cuando se trate de apreciar la buena fe ha de consistir menos 

en el hecho psicológico de creer que en la razón de la creencia, esto es, en el cómo y el por 

qué se cree. Si es necesaria la conciencia de una adquisición legítima para que la fe del 
poseedor sea buena, resulta una relación o conexidad tan íntima entre el título originario 

de la posesión y la creencia honesta de la propiedad, que no es posible admitir la buena fe 

en quien posee sin ningún título»: SC 2 abr. 1941.  

4) La jurisprudencia de esta sala expone: …el legislador colombiano no se ha ocupado en 

definir -expressis verbis- el concepto en mención, como si lo ha hecho frente a los títulos a 
los que niega esa connotación (art. 766 ib), pero que jurisprudencialmente se ha establecido 

que serán justos títulos aquellos que estén previstos en la ley como tales, y que “en amplia 

acepción, por justo título se entiende la causa que conforme a derecho permite integrar la 

adquisición del dominio, de manera originaria o derivativa” (XCVIII, pág. 52), lo que en otras 

palabras refiere directa e inexorablemente al "acto o contrato que sirve de antecedente a su 

posesión, el cual debe corresponder a la categoría de los llamados justos títulos … ...porque 
siendo por su naturaleza traslaticios de propiedad, dan un justo motivo a los que adquieren 

la posesión de una cosa a estos títulos, de creerse propietarios, no habiendo podido 

conjeturar que la persona de quien ellos han adquirido la cosa y que veían en posesión de 
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esta cosa, no fuese propietario (Pothier, De la possession, no. 6; De la prescripcion, no. 

57)": SC agosto 12 de 1997, exp. 5119, CCXLIX, pág. 309, SC 8 may. 2002, rad. 6763.  
5) …por justo título se entiende todo hecho o acto jurídico que, por su naturaleza y por su 

carácter de verdadero y válido, sería apto para atribuir en abstracto el dominio. Esto último, 

porque se toma en cuenta el título en sí, con prescindencia de circunstancias ajenas al 

mismo, que, en concreto, podrían determinar que, a pesar de su calidad de justo, no obrase 

la adquisición del dominio. Si se trata, pues de un título traslaticio, puede decirse que éste 

es justo cuando al unírsele el modo correspondiente, habría conferido al adquirente el 
derecho de propiedad, si el título hubiese emanado del verdadero propietario. Tal el caso 

de la venta de cosa ajena, diputada por el artículo 1871 como justo título que habilitaría 

para la prescripción ordinaria al comprador que de buena fe entró en la posesión de la cosa: 

SC 4 dic. 2009 rad. 2002-00003.  

6) Esa autonomía de los cargos fue notoriamente atenuada desde 1991 cuando, con el 
objetivo de destrabar la mora judicial, se profirió el decreto 2651 en cuyo artículo 51, luego 

adoptado como legislación permanente por el 162 de la Ley 446 de 1998, se indicó que la 

Corte debía oficiosamente conjuntar acusaciones que debieron haberse formulado 

integradas o separarlas si en su criterio debían haberse propuesto en diferentes cargos. 

Pero ello es axial, tan sólo para aquellos cargos sustentados en la violación de normas 

sustanciales, lo que, contrario sensu, exige concluir que pervive la necesaria separación de 
los cargos cuando el impugnante ataca la sentencia al amparo de varias causales. Con la 

referida excepción- ahora aplicable a las causales primera y segunda actuales de casación- 

sigue entonces vigente la jurisprudencia de la Corte que alude a un “hibridismo que choca 

con el elemental postulado de la técnica del recurso extraordinario, conforme al cual se 

atribuye autonomía e individualidad propia a cada una de las causales de casación, cuyo 
desconocimiento al formular la respectiva demanda es razón suficiente para desechar el 

cargo así propuesto” SC 17 de junio de 1975)”: SCAC615-2021.  

7) Tal pauta también resulta acorde con la posición pacífica y reiterada de la jurisprudencia 

de la Sala en cuanto señala que «para calificar si el poseedor es regular o no, basta 

escudriñar si inició su aprehensión bajo la convicción de propietario…», pues «la posesión 

regular es la que reúne dos exigencias: el justo título y la buena fe únicamente para el 
momento de su inicio»: SC4791-2020.  

8) Todo ello se establece examinando objetivamente y marginando las circunstancias que 

le resulten ajenas al título, sobre todo porque estuvo registrado en los folios de matrícula 

inmobiliaria, aspecto trascendental en virtud de que la Sala justifica el «valor jurídico del 

registro, al concebir cada anotación como un acto administrativo, gobernado por la 
presunción de legalidad y sometido a los mecanismos de control propios de la 

administración», gracias a lo cual «la decisión registral dejó de ser una formalidad para 

fines de oponibilidad y avanzó hacia una herramienta de verificación jurídica, que incluso 

puede advertir sobre ilegalidades o falsedades, de allí que sus anotaciones se presuman, 

por mandato legal, veraces y exactas», en tanto «el registro… es una decisión reflexiva, que 

supone una evaluación fáctica y jurídica, dando lugar a un acto administrativo en los 
términos del canon 70 de la ley 1437 de 2011»: SC3540-2021.  

9) …la inscripción no sustrae el terreno del comercio, ni produce los efectos del secuestro, 

como la de impedirle a su propietario u ocupante disponer materialmente de él, pero tiene 
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la fuerza de aniquilar todas las anotaciones realizadas con posterioridad a su inscripción, 

que conlleven transferencias de dominio, gravámenes, y limitaciones a la propiedad; claro, 
siempre y cuando, en el asunto donde se profirió la misma, se dicte fallo estimatorio de la 

pretensión que implique, necesariamente, cambio, variación o alteración en la titularidad 

de un derecho real principal u otro accesorio sobre el inmueble, pues de ocurrir lo contrario, 

de nada serviría»: SC19903-2017, SC4791-2020.  

10) …la declaración de nulidad de un contrato, lejos de implicar la invalidez del título 

mediante el cual un tercero adquiere el bien objeto del negocio anulado, apareja 
simplemente el que éste, el tercero, podrá hallarse, en un determinado evento, abocado a 

una reivindicación impetrada por el contratante cuyo derecho, a la postre, nunca fue 

transferido: SC 19 jul 2000, rad. 5493, reiterada en SC3728-2020.  

11) Sin embargo, es necesario desentrañar a qué se refiere el artículo 1748 del Código Civil 

cuando deja a salvo de la vindicación las «excepciones legales». Precisamente, la 
jurisprudencia de la Corte ha establecido como tales las siguientes: a) En caso de muerte 

presunta por desaparecimiento, la anulación del decreto de posesión definitiva da derecho 

al reaparecido para recobrar los bienes en el estado en que se hallaren, subsistiendo las 

enajenaciones, hipotecas y demás derechos reales, constituidos legalmente en ellos (109, 

n. 4º). b) Cuando el poseedor ha cumplido los requisitos legales para ganar el dominio del 

bien por prescripción adquisitiva, la acción reivindicatoria a que da lugar la declaración 
judicial de nulidad no tendrá eficacia (le es inoponible) frente al tercero poseedor de buena 

fe que alega la usucapión ordinaria, o aún frente al poseedor de mala fe que invoca la 

extraordinaria. c) Cuando se trata de un poseedor de buena fe, como ocurre en las 

situaciones señaladas por el segundo inciso del artículo 105 del Código de Comercio, o el 

2154 del Civil. d) Cuando se trata de bienes sujetos a registro, la declaración de invalidez 
no le es oponible al tercero poseedor a título oneroso que adquirió el bien con anterioridad 

a la inscripción de la demanda de nulidad en el registro público…: SC3201-2018.  

12) En efecto, en caso de bienes sujetos a registro, si el subadquirente de un bien sometido 

a esa formalidad lo adquiere con el conocimiento de que no hubo fraude ni otro vicio en el 

negocio, porque así lo demuestra el registro público, entonces la publicidad de la situación 

jurídica del bien es garantía de la legitimidad de su derecho, por lo que no podría resultar 
perjudicado por hechos anteriores que no constaban en el registro al momento de su 

adquisición; a menos que por otro medio se demuestre su mala fe. En ese caso la 

declaración de invalidez o ineficacia no surte efectos frente a los terceros que adquirieron 

el bien con anterioridad a la inscripción en el registro de la situación que podría amenazar 

su derecho, es decir que la invalidación del acto les es inoponible.…Existen, en síntesis, 
dos circunstancias en las cuales generalmente el tercero subadquirente está obligado a 

restituir el bien: cuando adquiere a título gratuito y cuando es poseedor de mala fe, es decir 

cuando conoce el motivo de la nulidad (incapacidad natural, error, violencia dolo, 

disposición legal) sin importar el título de su adquisición, porque el tercero de mala fe no 

merece protección. Y, sin embargo, aun el tercero poseedor de mala fe puede triunfar 

cuando ha cumplido los requisitos materiales para ganar el bien por usucapión 
extraordinaria: SC3201-2018. 

 

Fuente doctrinal:  
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ALESANDRI RODRÍGUEZ, Manuel Somarriva y Antonio Vodanovic. Tratado de los derechos 

reales. Bienes. Tomo I, quinta edición. Editorial Temis S.A. Editorial Jurídica de Chile. 
2000, p. 215.  

ALENSSANDRI, Arturo; SOMARRIVA, Manuel; y VODANOVIC, Antonio. Tratado de derecho 

civil. Partes preliminar y general. T. II, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, p. 343.  

GÓMEZ, José J. Derecho civil. Bienes. Ed. Universidad Externado de Colombia (1981). p. 

159. HINESTROSA, Fernando. Apuntes de derecho romano. Bienes. Universidad Externado 

de Colombia, 1978, p. 47.  
MAZEAUD Henry y Jean Mazeaud. Lecciones de Derecho Civil. Parte Segunda. Volumen 

IV. 1960. Buenos Aires. Ediciones Jurídicas Europa-América. pp. 214, 215.  

OSPINA FERNANDEZ, Guillermo et al, Teoría general del contrato y de los demás actos o 

negocios jurídicos, Temis, Bogotá, 1994, p. 481.  

PLANIOL, Marcel y RIPERT, Georges. Tratado de derecho civil francés. T. III, 1942, p. 145.  
PLANIOL, Marcelo y Ripert Jorge. Tratado Práctico de Derecho Civil Francés, Tomo III “Los 

Bienes”. 1946, la Habana. Traducción al español por Mario Díaz Cruz. p. 167-168.  

VALENCIA ZEA, Arturo. Derecho civil. Derechos Reales. T. II. Editorial Temis, Bogotá, 1973, 

pp. 85, 105, 390, 391, 405.  

VELEZ, Fernando. Estudio sobre el derecho civil colombiano. T. VI, Imprenta París América, 

París, 1926, p. 417 y 418. 
 

PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA ORDINARIA-Que formula antiguo propietario del bien, con 

respaldo en la compraventa, como justo título. La tesis que se reprodujo en la providencia 

mayoritaria deja sin efectos una solemnidad legal y con ello, una trascendente regla 

probatoria, que desvirtúa el sentido de la coexistencia de título y modo, que reclama nuestro 

ordenamiento en torno a la traditio. No parece posible demostrar en un juicio que una 
persona celebró un contrato de compraventa sobre un bien inmueble (título) con la 

constancia de haberse inscrito la transferencia en el registro pertinente (modo). Como 

tratándose de inmuebles el referido título debe constar por escritura pública -según 

solemnidad ad substantiam actus y ad probationem, en los términos del artículo 1857 del 

Código Civil-, este solo podría probarse con su aportación, conforme a las reglas de 

conducencia que señala el artículo 176 del Código General del Proceso. En esta sentencia 
se reitera la tesis defendida en SC3450-2021. Disenso con la tesis que pretende extraer la 

prueba de derechos reales del folio de matrícula inmobiliario en el que fueron registrados. 

Aclaración de voto Magistrado Luis Alonso Rico Puerta. 

 

ASUNTO:  
Luis Norberto pretendió la prescripción adquisitiva ordinaria del dominio del apartamento 

y del garaje ubicado en el Edificio Mercurio, Propiedad Horizontal, de Bogotá. Narró que, 

mediante escritura pública 970 de 3 de abril de 1997 adquirió el dominio y posesión por 

compraventa que celebró con Leddy Stella; a finales de 2012 supo que el Juzgado Tercero 

de Familia de Cali anuló la escritura pública 5021 de 7 de noviembre de 1995 (título previo 

de Leddy Stella) y ordenó la cancelación de las transferencias de propiedad y gravámenes 
que se hubieran realizado, incluyendo el registro del instrumento notarial 970 de 3 de abril 

de 1997, con ocasión de un proceso promovido por Mercedes Andrea contra Denisse 
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Fernanda y la señora Patiño Lanzziano, al que el ahora demandante inicial no fue 

vinculado; finalmente, invocó la posesión regular, quieta, pacífica, ininterrumpida y pública 
por el lapso necesario. Denisse Fernanda y Mercedes Andrea demandaron en reconvención 

la reivindicación de los predios. El a quo negó las excepciones de mérito propuestas frente 

a la demanda principal, accedió a la usucapión ordinaria y negó los pedimentos de la 

reconvención. El ad quem revocó la decisión de primera instancia y negó la declaración de 

pertenencia. Accedió a la pretensión reivindicatoria y condenó al poseedor a pagar frutos 

civiles según las reglas de la buena fe por no haberse desvirtuado la presunción en su favor. 

Los cargos por violación directa e indirecta fueron resueltos de forma conjunta. La Sala 
casó la sentencia impugnada y confirmó la de primera instancia. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-03-024-2015-00456-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL FAMILIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC2474-2022 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 07/10/2022 
DECISIÓN    : CASA Y CONFIRMA 

 

 

SC1627-2022 

 
UNIÓN MARITAL DE HECHO-La excepción de prescripción extintiva de las acciones para 

obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial, formulada por uno de los 

herederos, beneficia a los demás herederos convocados en calidad de litis consortes 

necesarios. 

 

EXTRACTO-Doctrina probable procesal: si dos o más de los herederos son demandados 
como tales, y comparecen al proceso sin manifestar su repudio por la herencia, 

conformarán entre sí un litisconsorcio necesario, en tanto no es posible dictar sentencia 

sin su presencia, y las decisiones que adopten allí los jueces de la causa tendrán que ser 

indefectiblemente idénticas para todos ellos. Interrupción civil de la prescripción extintiva: 

el ordenamiento procesal civil vincula el comienzo de la anualidad que contempla el artículo 
94 del CGP. con «la notificación [del auto admisorio] al demandante» -lo que ocurrió en la 

fecha indicada por el ad quem-, y no con la ejecutoria de esa decisión, o de otras posteriores. 

La pretensión declarativa de existencia de unión marital se encuentra vinculada con el 

estado civil de las personas, por lo que puede enarbolarse en cualquier tiempo. Así las 

cosas, supeditar la prescripción de las acciones orientadas a disolver y liquidar la sociedad 

patrimonial a la declaración judicial previa de esa unión podría traducirse en que la 
situación de los bienes comunes permanezca en perenne indefinición, en desmedro de la 

seguridad jurídica y de los derechos de terceros. 

 

RECURSO DE CASACIÓN-En su segundo cuestionamiento, la demandante intentó 

modificar los hechos que tuvo en cuenta el tribunal al momento de elegir e interpretar las 

reglas sustanciales que empleó en su sentencia, lo cual es incompatible con las exigencias 
técnicas de la causal primera de casación. A lo anterior se suma que cada uno de los 

raciocinios que componen la censura, considerado individualmente, resulta novedoso, 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/11/SC1627-2022-2016-00375-01.pdf
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desenfocado y carente de un desarrollo jurídico acorde con las exigencias del recurso de 

casación. Medio nuevo en casación. 
 

Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 1º, 2º CGP.  

Artículo 87 CGP.  

Artículos 61, 94 CGP.  

Artículo 4º Ley 169 de 1896.  
Artículo 2513 CC.  

Artículo 8 Ley 54 de 1990.  

Artículo 344 numeral 2º literal a) CGP.  

Artículo 62 Ley 4 de 1913.  

Artículo 118 CGP. 
 

Fuente jurisprudencial:  

1) «(...) La violación directa de las normas sustanciales, que como motivo de casación 

contempla la causal primera (...), acontece cuando el sentenciador, al margen de toda 

cuestión probatoria, deja de aplicar al caso controvertido la disposición sustancial a que 

debía someterse y, consecuentemente, hace actuar las que resultan extrañas al litigio, o 
cuando habiendo acertado en la disposición rectora del asunto, yerra en la interpretación 

que de ella hace. [P]or lo mismo, cuando el ataque en casación se funda en la causal que 

se comenta, compete al recurrente centrar sus juicios exclusivamente sobre los textos 

legales que considere inaplicados, indebidamente aplicados o erróneamente interpretados, 

prescindiendo, desde luego, de cualquier consideración que implique discrepancia con las 
apreciaciones fácticas del sentenciador, cuestión esta que solo puede abordarse por la vía 

indirecta»: SC9100-2014; reiterada en SC1819-2019.  

2) De antaño, la jurisprudencia ha señalado que la capacidad de las personas naturales 

para ser sujetos de derechos y, por contera, para ser partes de un proceso, «está unida a la 

propia existencia, como la sombra está unida al cuerpo que la proyecta»: SC, 8 sep. 1983, 

G. J. CLXXII, pág. 171-177.  
3) Siguiendo el precedente consolidado de esta Corporación, cabe predicar esos rasgos 

característicos de los herederos convocados en virtud de lo dispuesto en el artículo 87, 

siempre y cuando un número plural de ellos comparezcan al proceso sin repudiar la 

herencia: SC, 15 mar. 2001, rad. 6370.  

4) «Al presente proceso destinado a declarar la existencia y disolución de la sociedad de 
hecho constituida por la demandante y Eugenio Rueda Gómez, ya fallecido (...), se 

convocaron como sujetos pasivos del mismo a la señora María Udalia Rueda Pulido, como 

heredera determinada del nombrado causante y junto con ella también a los herederos 

indeterminados, lo que acompasa con lo dispuesto en el inciso final del artículo 81 del C. 

de P.C [que corresponde al canon 87 del Código General del Proceso]; de ese modo se 

integra, pues, por disposición de la ley, un litisconsorcio necesario entre los herederos 
reconocidos y los indeterminados demandados, lo cual genera varios efectos procesales 

incidentes para lo que aquí se ha de resolver: a) una sentencia uniforme para todos los 
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litisconsortes; y, b) que los recursos y en general las actuaciones de cada cual favorecerán 

a los demás»: SC, 15 mar. 2001, rad. 6370.  
5) «(...) si el actor conoce herederos del causante cuyo proceso de sucesión no se ha iniciado, 

y pretende convocarlos a litigio de conocimiento, tiene que dirigir la demanda frente a ellos 

y también contra los herederos que no conozca, todo de conformidad con lo establecido en 

la oración final del inciso primero del artículo 81 citado, pues no siendo posible, como no 

lo es, resolver sin su presencia, la demanda deberá encaminarse contra los ciertos y los 

indeterminados a fin de integrar cabalmente el contradictorio, tal cual lo prescribe el 
artículo 83 de la obra dicha [pauta equivalente, mutatis mutandis, al artículo 61 del Código 

General del Proceso], cuyo inciso segundo establece la obligación de citar las mencionadas 

personas, de oficio incluso, “mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia”; 

con la obvia consecuencia de que, cuando así no se proceda, quedará practicada en ilegal 

forma la notificación a personas determinadas “que deban ser citadas como partes” y, por 
contera, se caerá en la nulidad prevista en el artículo 140 numeral 9º del Código 

mencionado»: SC, 29 mar. 2001, rad. 5740.  

6) «(...) en razón de la titularidad per universitatem que tienen todos los herederos en la 

masa hereditaria, ellos forman un consorcio pasivo y necesario para responder de las 

acciones que tiendan a sustraer bienes que pertenecen al patrimonio sucesoral. En cambio, 

por activa, cada heredero, en razón de suceder al causante en todos sus derechos y 
obligaciones transmisibles (artículo 1008 del Código Civil), y de la representación del 

causante en tales derechos y obligaciones (artículo 1155 ibídem), “puede demandar para 

todos los herederos a los cuales aprovecha lo favorable de la decisión, y perjudicará 

solamente al demandante en lo favorable de ella” (CXVI pág. 123)»: SC, 2 sep. 2005, rad. 

7781.  

7) A lo expuesto no puede oponerse la regla según la cual «los actos que impliquen 
disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos [los litisconsortes 

necesarios]», porque tal como lo ha clarificado la jurisprudencia en casos similares. A modo 

de ejemplo, así se estableció para clarificar que los curadores ad litem están habilitados 

para plantear la excepción de prescripción: Corte Constitucional T-299-05.  

8) La cuestión, pues, no fue debatida durante el juicio, lo que cierra el paso a la censura, 

pues los alegatos sorpresivos no son admisibles en casación, por ir en contravía «del 
principio de lealtad procesal para con el estamento jurisdiccional y con [la parte] 

contendora»: SC, 12 feb. 2012, rad. 2007-00160-01.  

9) Los hechos y argumentos que no se sometieron a consideración de los jueces y las partes 

durante las instancias ordinarias, constituyen un medio nuevo, «(...) el cual, como con 

insistencia lo tienen definido la Sala, es “inadmisible en casación, toda vez que ‘la sentencia 

del ad quem no puede enjuiciarse ‘sino con los materiales que sirvieron para estructurarla; 
no con materiales distintos, extraños y desconocidos. Sería de lo contrario, un hecho 

desleal, no sólo entre las partes, sino también respecto del tribunal fallador, a quien se le 

emplazaría a responder en relación con hechos o planteamientos que no tuvo ante sus ojos, 

y aún respecto del fallo mismo, que tendría que defenderse de armas para él hasta entonces 

ignoradas’ (Sent. 006 de 1999 Exp: 5111), al fin y al cabo, a manera de máxima, debe 
tenerse en cuenta que ‘lo que no se alega en instancia, no existe en casación’ (LXXXIII pág. 

57)”: SC del 21 de agosto de 2001, Rad. N.° 6108.  
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10) En tiempo más reciente se precisó que el recurso extraordinario de casación “no puede 

basarse ni erigirse exitosamente” en “elementos novedosos, porque él, ‘cual lo expuso la 
Corte en sentencia de 30 mayo de 1996, expediente 4676, ‘no es propici[o] para repentizar 

con debates fácticos y probatorios de última hora; semejante irrupción constituye medio 

nuevo y es entonces repulsado (…), sobre la base de considerarse, entre otras razones, que 

‘se violaría el derecho de defensa si uno de los litigantes pudiese echar mano en casación 

de hechos, extremos o planteamientos no alegados o formulados en instancia, respecto de 

los cuales, si lo hubiesen sido entonces, la contraparte habría podido defender su causa. 
Pero promovidos ya cerrado el proceso, la infirmación de la sentencia con apoyo en ellos, 

equivaldría a la pretermisión de las instancias, de las formas propias del trámite requerido, 

con quebranto de la garantía institucional de no ser condenado sin haber sido oído y 

vencido en juicio (LXXXIII 2169, página 76)’” (CSJ, SC del 9 de septiembre de 2010, Rad. 

n.° 2005-00103-01)»: SC18500-2017.  
11) Agréguese que, admitir argumentos nuevos en casación, hiere la lealtad procesal, en 

tanto se espera que en los grados jurisdiccionales se discutan las materias fácticas objeto 

de su ligio, sin que pueda aguardarse al final para izar tópicos con los que se pretende una 

resolución favorable” (CSJ, SC1732 del 21 de mayo de 2019, rad. 2005-00539-01)»: 

SC2779-2020.  

12) «El término establecido por la ley procesal para notificar el auto admisorio al demandado 
no puede comenzar a correr cuando el actor no puede realizar este acto de impulso procesal 

por razones objetivas ajenas a su voluntad, como sucede con el retardo de la administración 

de justicia o las maniobras fraudulentas de la contraparte», lo que equivale a decir que, 

bajo excepcionales circunstancias, la anualidad que contempla el artículo 94 no debe 

computarse de forma puramente objetiva: SC5680-2018.  
13) Siendo ello así, forzoso es colegir el fracaso de la acusación, en tanto que el blanco de 

ataque de la misma no corresponde a la ponderación que el Tribunal hizo de la demanda, 

de su contestación y, o de las pruebas recaudadas, únicas piezas del proceso en torno de 

las cuales puede configurarse el error de hecho previsto para el recurso extraordinario de 

casación: SC18555-2016.  

14) Es más, la previsión legislativa que se comenta armoniza con la regla contenida en el 
artículo 2535 del Código Civil (...), pues si es claro que el cómputo de la prescripción 

extintiva está ligado a la posibilidad de ejercicio de la respectiva acción -de allí la referencia 

a la exigibilidad-, resulta consecuente con ese postulado, que el despunte del plazo para 

ejercer la acción para disolver y liquidar la sociedad patrimonial, se verifique en el instante 

mismo en que puede demandarse la repartición del patrimonio social, esto es, cuando 
ocurre uno de los hechos que da lugar a la disolución, según lo establece el artículo 5º de 

la Ley 54 de 1990, disposición que se encuentra a tono con lo previsto en el artículo 8º de 

la misma ley. Por ende, no se equivocó el Tribunal al tomar como piedra de toque para 

contabilizar el plazo de prescripción de la acción encaminada a disolver y liquidar la 

sociedad patrimonial, la fecha en que los compañeros permanentes cesaron su vida en 

común, esto es, el primero de noviembre de 1993, pues, como quedó explicado, el derecho 
a pedir la disolución y liquidación, ministerio legis, nace cuando fenece la sociedad 

patrimonial, no así cuando se declara que ella existió»: SC, 1 jun. 2005, rad. 7921.  
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15) Y si bien en el pasado -particularmente en los votos razonados del fallo de tutela 

STC10378-2019, 5 ago.- algún sector de la Sala sostuvo una opinión idéntica a la que 
defendió la recurrente, resulta oportuno reafirmar la exégesis por la que propugna el 

precedente consolidado, es decir, que el hito inicial del plazo prescriptivo que señala el 

artículo 8 de la Ley 54 de 1990 corre «a partir de la separación física y definitiva de los 

compañeros, del matrimonio con terceros o de la muerte de uno o ambos compañeros», aun 

cuando la unión marital de hecho no haya sido declarada con anterioridad. 

 
Fuente doctrinal:  

DEVIS, Hernando. Teoría General del proceso. Ed. Universidad, Buenos Aires. 1997, p. 

307.  

DEVIS, Hernando. Tratado de derecho procesal civil. Tomo III. Ed. Temis, Bogotá. 1961, p. 

447. 
 

ASUNTO:  

La promotora solicitó que se declare «la existencia de la unión marital de hecho entre 

Guiomar Villegas de Franco y Julio Agustín Forero Pombo (q.e.p.d.), entre el 22 de junio de 

2012 y el 22 de septiembre de 2015». También pidió disponer la liquidación de la «sociedad 

patrimonial» que habría surgido entre los compañeros permanentes durante el referido 
lapso. La señora Villegas de Franco relató que, tras la disolución de sus vínculos maritales 

previos, tanto ella como el señor Forero Pombo «hicieron comunidad de vida permanente y 

singular, sin haber contraído ninguna clase de matrimonio entre sí, desde el 22 de junio de 

2011, hasta el 22 de septiembre de 2015, fecha de fallecimiento de Julio Agustín (…)». El a 
quo desestimó las pretensiones. El ad quem, al resolver el recurso de apelación que 

interpusieron los hermanos Forero Prieto, mantuvo incólume lo decidido frente al vínculo 

more uxorio, pero revocó lo atinente a sus efectos económicos, declarando probada «la 
excepción de “prescripción” de la acción tendiente a obtener la declaratoria de existencia 

de sociedad patrimonial derivada de la unión marital». La promotora formuló cinco cargos; 

tres de ellos al amparo de la causal primera del artículo 336 del Código General del Proceso, 

y los restantes al abrigo de la causal segunda. La Sala no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : LUIS ALONSO RICO PUERTA 
NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-10-005-2016-00375-01 

PROCEDENCIA     : SALA DE FAMILIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC1627-2022 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 10/10/2022 

DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC3280-2022 

 

INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA-De la pretensión consecuencial. 
 

EXTRACTO-La necesidad de interpretar la demanda supone que la misma no haga gala de 

claridad sino de ambigüedad, oscuridad o ambivalencia; por el contrario, si los hechos y 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/11/SC3280-2022-2016-00222-01.pdf
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pretensiones son claros, no hay razón que justifique una intervención del juzgador en ese 

sentido. Revisada la redacción de la súplica consecuencial al decreto de nulidad absoluta 
de las decisiones cuestionadas, no se advierte confusa o contradictoria. Es posible que solo 

al momento de proferir la decisión de instancia, el sentenciador encuentre en la falta de 

claridad de la demanda un escollo para proveer, lo que no puede convertirse en un 

obstáculo insalvable para cumplir su deber de resolver en derecho la litis. 

 

INCONGRUENCIA MINIMA PETITA-Pronunciamiento sobre pretensiones acumuladas. De 
la interpretación de la demanda para efectos de establecer el orden en que apreciarían las 

pretensiones al entrar a resolver los recursos de apelación formulados por ambas partes, 

el juzgador optó por considerar principal únicamente la primera y las demás como 

subsidiarias, de manera que su estudio se supeditaría al fracaso de cada una de las 

precedentes. De haberse presentado algún desafuero en la interpretación de la demanda, 
su ataque es ajeno a este escenario y sería propio de un error de juzgamiento censurable 

por la vía de la causal segunda. 

 

Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 2º, 3º CGP.  

Artículo 349 inciso 2º CGP.  
Artículo 88, 81 parágrafos 1º, 2º CGP.  

Artículo 82 numerales 4º, 5º CGP.  

Artículos 90, 100 CGP. 

 

Fuente jurisprudencial:  
1) En lo concerniente a la incongruencia como motivo de casación por error de 

procedimiento, se memoró: A eso se contrae la congruencia de la sentencia, según lo 

establece el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, dirigido no sólo a disciplinar 

que esa respuesta de la jurisdicción corresponda con lo que las partes le ponen de presente, 

sino, subsecuentemente, a impedir que el juez desconozca el compromiso de fallar dentro 

del marco de referencia que le trazan las partes, y cuyo incumplimiento es de antaño 
inscrito en una de estas tres posibilidades: en primer lugar, cuando en la sentencia se 

otorga más de lo pedido, sin que el juzgador estuviese facultado oficiosamente para 

concederlo (ultra petita); en segundo lugar, cuando en la sentencia olvida el fallador decidir, 

así sea implícitamente, alguna de las pretensiones o de las excepciones formuladas (mínima 

petita); y en tercer lugar, cuando en el fallo decide sobre puntos que no han sido objeto del 
litigio, o, de un tiempo a esta parte, en Colombia, con apoyo en hechos diferentes a los 

invocados (extra petita): SC1806-2015, reiterada en SC17723-2016.  

2) De haberse presentado algún desafuero en la interpretación de la demanda, su ataque 

es ajeno a este escenario y sería propio de un error de juzgamiento censurable por la vía de 

la causal segunda, pues como lo reiteró la Sala en CSJ SC, 3 nov. 2010, rad. 2000-03315, 

si el sentenciador se pronuncia en un determinado sentido «como consecuencia de haber 
apreciado e interpretado la demanda, a raíz de lo cual fija los hechos y peticiones de la 

misma que en su sentir estructuran la disputa judicial de que conoce, y como consecuencia 

de ese ejercicio cae en la equivocación consistente en considerar uno o varios hechos ajenos 
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a la causa o en definir una petición que no le ha sido formulada, deviene la ocurrencia de 

un error de juicio -error injudicando-, como que en tal caso el fallador no ha obrado de 
manera impensada, para cuya enmienda se halla establecida la causal primera de 

casación”: SC 046 de 8 de abril de 2003, expediente 7844.  

3) Sobre la facultad de interpretar la demanda que le asiste al juzgador, la Sala ha dicho 

que: no obstante, en veces, esta pieza de vital importancia, puede presentar deficiencias, 

oscuridad, ambigüedad, vaguedad, anfibología o imprecisión, en cuyo caso, para “no 

sacrificar el derecho material en aras de un culto vano al formalismo procesal” (CCXXXIV, 
234), el juzgador está obligado a interpretarla en busca de su sentido genuino sin alterarlo 

ni sustituirlo, consultando la prevalencia del derecho sustancial, el acceso a la 

administración de justicia y la solución real de los conflictos: SC 27 ago. 2008, exp. 1997-

14171-01.  

4) A este respecto, la Sala de tiempo atrás, acentúa la labor del juez en la interpretación de 
la demanda “para que los derechos de las partes que se discuten en el proceso alcancen en 

la práctica la certeza que legalmente les corresponde. Más si ello es así, tampoco hay lugar 

a perder de vista que dicho poder encuéntrase de todos modos, supeditado a los términos 

y conceptos de los que el demandante se hubiere valido para exponer tanto la pretensión 

como la causa petendi de la misma. Por mejor decirlo, el juez, en la búsqueda del real 

sentido de la demanda, tiene que averiguar es por lo que su autor quería expresar por medio 
de ella y no por lo que él, el juez, desee ver en ese escrito. Por tanto, la búsqueda de la que 

se habla sólo tiene cabida cuando el lenguaje de la demanda, sin ser indescifrable por 

completo, no se ajusta a la claridad y precisión indispensables en tan delicada materia”: 

GJ CLXXXVIII, 139.  

5) En cuanto a la naturaleza del error por indebida apreciación de la demanda, se indicó: 
(…) y “para que se configure el error en la interpretación de la demanda, es necesario como 

lo exige la ley, que ‘sea manifiesto’, ostensible o protuberante, es decir que salte a la vista 

de la simple lectura de la demanda, pues la actividad de interpretación solamente es 

atacable en casación ‘cuando fuere notoria y evidentemente errónea, lo que no se daría 

cuando entre varias interpretaciones razonables y lógicamente posibles, el Tribunal ha 

elegido alguna de ellas, pues es el resultado del ejercicio adecuado de su función 
jurisdiccional’ (sentencias del 7 de abril de 1989 y del 28 de febrero de 1992, sin publicar)” 

(CCXXV, 2ª parte, p. 185): SC 27 ago. 2008, exp. 1997-14171-01.  

6) (…) Igualmente es menester la naturaleza inobjetable e indudable del yerro, o sea, no 

debe prestarse a duda, de tal manera que la única interpretación admisible sea la del 

censor, en tanto, “donde hay duda no puede haber error manifiesto” (LXVIII, 561, CCXII, p. 
113 y CCXXXI, p. 704) y no basta con “ensayar simplemente (...) un análisis diverso del que 

hizo el Tribunal para contraponerlo al de éste. Porque no es suficiente hacer un examen 

más profundo o sutil, para que se pueda lograr la modificación de las apreciaciones que el 

ad quem haya hecho en su sentencia” (CCXVI, p. 520) y “cuando uno de los hechos 

afirmados en la demanda incoativa del proceso, ya sea que se le considere aisladamente o 

ya en conjunto con otro u otros para su definición jurídica, ofrece dos o más 
interpretaciones lógicas, ninguna de las cuales desborda el objetivo de dicho libelo, puede 

el sentenciador elegir una u otra, sin que su conducta implique error de hecho manifiesto 

porque tal proceder no entraña arbitrariedad, ni contradice la evidencia que ese escrito 
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ostenta” (CLII, 205), prevaleciendo “el amplio poder de interpretación que en este ámbito el 

ordenamiento positivo les reconoce a los juzgadores (...), no solamente para que 
desentrañen la verdadera intención del demandante en guarda del principio según el cual 

es la efectividad de los derechos subjetivos el fin que a través de aquél escrito [demanda] se 

busca, sino también para que libremente determinen y declaren las normas aplicables a 

los hechos integrantes del objeto demandado cuya certeza de antemano ha sido verificada 

en el fallo” (CCXXXI, p. 704): SC 27 ago. 2008, exp. 1997-14171-01.  

7)«De no estar viciada la decisión por un desacierto de tal magnitud, o “si para advertirlo 
se requiere de previos y más o menos esforzados razonamientos, o si se manifiesta apenas 

como una posibilidad y no como una certeza, entonces, aunque se demuestre el yerro, ese 

suceder no tendrá incidencia en el recurso extraordinario” (CXLII, 242), como tampoco la 

tendrá al ser -la pifia denunciada- sólo una posibilidad, dejando espacio para la dubitación 

e impidiendo así la verificación de su calidad de inobjetable y la certeza de su ocurrencia, 
pues “donde hay duda no puede haber error manifiesto” (LXVIII, 561, CCXII, p. 113 y 

CCXXXI, p. 704)»: SC, 19 sep. 2009, rad. 2003-00318-01.  

8) El triunfo de la causal alegada, supone que (…) la necesaria ocurrencia de un genuino 

error de hecho que además de manifiesto e influyente en lo dispositivo de la resolución 

judicial por esta vía impugnada, ha de consistir en la desfiguración mental o material del 

escrito de demanda por falta de cuidadosa observación, capaz de producir por lo tanto una 
desviación ideológica del juez en relación con los elementos llamados a identificar el 

contenido medular de dicho escrito y respecto de los cuales ese funcionario no tiene 

atribución para suplir a las partes: SC 19 Oct. 1994, rad. 3972, reiterada en SC10298-

2014 y en SC5474-2017. 

 
Fuente doctrinal:  

Morales Molina, Hernando. Curso de Derecho Procesal Civil. Parte General. 9° ed. ABC. 

Bogotá. 1985. Págs. 365, 371, 373. 

 

ASUNTO:  

Se solicitó, entre otras, declarar que las decisiones tomadas en la reunión de Junta 
Directiva de la Universidad Metropolitana realizada el 1° de julio de 2016, consignadas en 

el Acta Nro. 112 de la misma fecha, «son absolutamente nulas por haber excedido los límites 

de los estatutos sociales en cuanto al lugar de la reunión, clase de reunión celebrada y por 

haberse efectuado sin convocatoria previa, infringiendo el art. 22 de los estatutos de la 

Universidad»; porque se adoptaron sin reunir el mínimo quorum deliberatorio del art. 21 de 

los estatutos de la Universidad», ello en virtud de que Alfonso Acosta Bendek en condición 
de mandatario, no fue designado por el arzobispo de Barranquilla en representación de la 

Arquidiócesis, afectando el quorum de la reunión en su número mínimo para sesionar y 

por cuanto su causa y su objeto «son ilícitas por parte de los asambleístas quienes votaron 

en interés y beneficio propio, lesionando intereses de la comunidad universitaria, no 

teniendo sus decisiones un carácter de generales, contrariando el artículo 1741 del Código 

Civil». El ad quem modificó la sentencia de primera instancia, y en su lugar dispuso: i) 
declarar no probadas las excepciones de mérito; ii) «declarar nula y sin efectos la decisión 

de remover al rector Carlos Jorge y reemplazarlo por el señor Alberto Enrique tomada en la 
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Reunión del Consejo Directivo del 1° de Julio de 2016, y reflejada en el Acta 112 de dicho 

órgano, quedando a salvo los derechos de los terceros que no fueron vinculados al presente 
litigio, derivados de las actuaciones surtidas por el señor Acosta Pérez mientras duró su 

estancia en la Rectoría», y, iii) «Negar la orden de cancelar y suprimir del Registro del 

Ministerio de Educación la Inscripción de dicha persona como Rector y de las personas que 

posteriormente hubieran sido designadas en ese cargo». Se formularon dos cargos con 

soporte en las causales 2° y 3° del artículo 336 del CGP. Se acusa parcialmente la sentencia 

de violación indirecta, entre otros, de los principios generales del derecho denominados 
fraus omnia corrumpit -el fraude todo lo corrompe-, nemo auditur propriam turpitudinem 
allegans -nadie puede sacar provecho de su propio dolo- y buena fe, por error de hecho en 

la apreciación de la demanda y de ciertos medios de convicción. La Sala no casa la sentencia 

impugnada. 
 
M. PONENTE    : MARTHA PATRICIA GUZMÁN ÁLVAREZ 

NÚMERO DE PROCESO    :  08001-31-03-005-2016-00222-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL FAMILIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BARRANQUILLA 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC3280-2022 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 21/10/2022 

DECISIÓN    : NO CASA 

 
 

SC2850-2022 

 

DERECHO DEL CONSUMIDOR INMOBILIARIO-Efectividad de la garantía legal por la 

calidad, idoneidad y buen funcionamiento de áreas o zonas comunes de edificio de 

copropiedad.  

 
EXTRACTO-Exoneración de responsabilidad del productor y proveedor, ante el hecho de 

un tercero: la demandante decidió a motu proprio impedir los ajustes programados y, por 

su cuenta y riesgo, asumió su realización con un tercero, sin contar con la autorización del 

responsable de la garantía legal. Artículo 16 numeral 2º ley 1480. Confusión entre la 

obligación de garantía legal y las causales eximentes de responsabilidad: si bien existe 
solidaridad respecto al cumplimiento de la garantía, cuando la víctima decide que los 

arreglos sean realizados por alguien que no ha sido autorizado, asume los riesgos de su 

actuar y elimina esta carga del productor y comercializador. La ley obliga al consumidor a 

«obrar de buena fe frente a los productores y proveedores y frente a las autoridades 

públicas». Directrices de la carga de la prueba: (I) corresponde al consumidor demostrar el 

defecto o vicio que atenta contra la calidad, idoneidad y seguridad; (II) es deber del 
productor o proveedor demostrar la reparación, para lo cual debe expedir una constancia 

sobre las actividades realizadas y los repuestos suministrados; y (III) cuando se invoque 

una causal de exoneración, su demostración está en cabeza del productor o proveedor. 

Artículo 10 inciso 2º ley 1480 de 2011. Responsabilidad solidaria de propietario 

comercializador, gerente y contratista constructor. 
 

DERECHO DEL CONSUMIDOR INMOBILIARIO-Efectividad de la garantía legal por la 

calidad, idoneidad y buen funcionamiento de áreas o zonas comunes de edificio de 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2022/11/SC2850-2022-2017-33358-01.pdf
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copropiedad. Es imperativa la formulación de la reclamación directa al productor y, o 

proveedor, la cual debe presentarse por escrito, con indicación del defecto, constituyéndose 
en un requisito para el nacimiento de la obligación legal. La ausencia de reclamación -en 

la oportunidad debida- impide que el débito resarcitorio se configure, en tanto nadie puede 

estar obligado a cumplir una carga de la cual no tiene noticia y que no tuvo oportunidad 

de consentir u oponerse. La presentación de la reclamación directa es una condición de la 

garantía legal. Artículo 2° del decreto 735 de 2013. La garantía legal comprende la 

estabilidad de la obra por diez años, para los acabados un año, un año para líneas vitales 
infraestructura básica de redes, tuberías o elementos conectados o continuos, que permiten 

la movilización de energía eléctrica, agua y combustible y diez años para estructura. 

Artículo 8º ley 1480 de 2011 y 13 decreto 735 de 2013. Excepción de prescripción y, o 

caducidad. 

 
EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA LEGAL-Interpretación del término para el reclamo 

judicial que establece el artículo 58 numeral 3º de la ley 1480 de 2011. Las controversias 

respecto a la satisfacción de la garantía legal, en caso de que no puedan solucionarse de 

forma directa o por métodos alternativos de resolución (artículo 7° del decreto 735 de 2013), 

podrán desatarse a través de la acción judicial respectiva (artículo 56 de la ley 1480 de 

2011). En este último evento, el numeral 3° del artículo 58 ibidem impuso un término para 
la proposición de la reclamación jurisdiccional, so pena de que se extinga la posibilidad de 

acudir al aparato judicial para lograr la satisfacción de la garantía legal. Plazo que fue 

estimado por el legislador como de prescripción, según el inciso segundo del numeral 6° del 

artículo 58 de la ley 1480 de 2011. 

 
LLAMAMIENTO EN GARANTÍA-De la empresa encargada de la construcción, por contrato 

de ejecución de obra, con suministro de materiales, bajo el sistema de precio cerrado, ante 

el reclamo de las garantías legales. Al margen de la solidaridad existente entre el productor 

y proveedor frente al consumidor, esto no impide que aquel pueda repetir frente al 

directamente obligado, en aplicación de los artículos 1579 y 1668 del Código Civil. En líneas 

generales, el constructor exclusivamente responde por la fabricación, no así por las 
secuelas que emanen causalmente de problemas de diseño (en materias arquitectónicas, 

estructurales y no estructurales) o estudios geotécnicos o de suelos, pues estos últimos son 

competencia de otros profesionales. 

 

INTERPRETACIÓN DE LA EXCEPCIÓN-Rehusar una excepción porque el título asignado 
por el demandado no guarda coherencia con su contenido, equivale a subordinar el derecho 

material a una mera formalidad, cuando lo correcto es acudir a las reglas de interpretación 

y desentrañar su alcance a partir de su contenido y extensión, que en el caso refleja una 

censura por no agotamiento de la reclamación directa. 

 

INCONGRUENCIA CITRA PETITA-Ante la 1) ausencia de pronunciamiento sobre el 
llamamiento en garantía al contratista constructor y la 2) omisión en la resolución de todas 

las excepciones. Como la decisión de primer grado resultó denegatoria de las pretensiones, 

por la ausencia de prueba del daño reclamado, las demandantes se abstuvieron de acudir 
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a la impugnación vertical con el fin de criticar lo tocante a la excepción. El juzgador -al 

desatar la apelación- se abstuvo de analizar nuevamente la defensa, a pesar de que las 
demandadas insistieran en su reconocimiento en caso de revocar el proveído de primer 

grado. Cuando en segundo grado se acceda a las pretensiones, corresponde el análisis de 

todos los elementos con incidencia en el reconocimiento del derecho reclamado, en especial, 

cuando la parte convocada los ha esgrimido como medios de defensa, con independencia 

de que fuera apelante. Artículo 282 Inciso 3º CGP. 

 
Fuente formal:  

Artículo 336 numerales 2º, 3º CGP.  

Artículo 366 numerales 3º, 4º, 5º CGP.  

Artículos 281, 282 CGP.  

Artículos 64, 65, 167, 320 CGP.  
Artículo 282 inciso 3º CGP.  

Artículos 29, 78 C Po.  

Artículos 1571, 1579, 2060 numeral 3º CC.  

Artículo 344 numeral 2º literal a) inciso 3º CGP.  

Artículos 4º, 5º numeral 5º, 7º, 8º, 9º, 10, 11 numerales 1º y 2º, 15, 16, 20 Ley 1480 de 

2011.  
Artículo 10 inciso 2º Ley 1480 de 2011.  

Artículos 1º, 3º numeral 2.2. Ley 1480 de 2001.  

Artículo 58 literal a) Ley 1480 de 2001.  

Artículo 3° Decreto 735 de 2013.  

Artículos 2º, 3º parágrafo, 4º, 12, 13 parágrafo 1° Decreto 735 de 2013.  
Artículos 2º numerales 1º, 2º, 58 numeral 3º Ley 1480 de 2011.  

Artículos 1530, 1536, 1568, 1579, 1668, 1604 CC.  

Artículos 2°, 6° 21, 41.48, 60, 64, 68, 160, 162, 163, 164 Ley 9ª de 1979.  

Artículos 2°, 9°, 11,12,13, 21, 23 Decreto 3466 de 1982.  

Artículos 77, 78, 79 Ley 45 de 1990.  

Artículo 9° Ley 142 de 1994.  
Artículo 4º Decreto 990 de 1998.  

Artículo 3º Ley 1328 de 2009.  

Artículo 932 Ccio.  

Artículo 4° numerales 9º, 14º, 18 Ley 400 de 1997.  

Artículos 1º, 4°, 5º Ley 1229 de 2008. 
 

Fuente jurisprudencial:  

1) Incongruencia. «la actividad de los juzgadores de instancia es estricta y limitada. La 

demarcan las pretensiones y las excepciones probadas o que deben ser expresamente 

invocadas, como la prescripción, compensación y nulidad relativa. La restringen igualmente 

los hechos en que unas y otras se sustentan»: SC1253-2022.  
2) Incongruencia. En otras palabras, «al juzgador le está vedado imponer una condena que 

supere las súplicas del reclamante, pronunciarse sobre un objeto distinto al delimitado por 

los contendores o por una causa diferente a la invocada por ellos, al paso que está obligado 
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a resolver los que sí fueron expuestos; todo sin menoscabo del ejercicio de sus facultades 

oficiosas»: SC575-2022.  
3) La resolución del caso con base en una plataforma fáctica diferente a la invocada en la 

demanda (numeral 5° del artículo 82) o en la contestación (numeral 2° del artículo 96). Se 

trata de una «incongruencia fáctica», «queriéndose significar con ello que el juzgador 

resuelve el proceso con total y absoluto desconocimiento de los fundamentos de hecho 

esgrimidos por su gestor, esto es, soportado en una causa petendi en verdad inexistente, 

fruto de su inventiva, en tanto que hace caso omiso de los planteamientos en los que aquél 
respaldó la acción»: SC042-2022.  

4) Entonces resulta claro que «la incongruencia no se presenta solo cuando existe una 

disonancia entre lo invocado en las pretensiones de la demanda y lo fallado, sino que 

también se patentiza cuando la sentencia no armoniza con lo pedido en la sustentación del 

recurso que, indudablemente, corresponde a una pretensión del derecho sustancial 
controvertido» (SC14427, 10 oct. 2016, rad. n.° 2013-02839-00):SC3627-2021.  

5) Ahora, sea que el llamamiento en garantía lo proponga una u otra parte, lo significativo 

es que éste comporta el planteamiento de la llamada pretensión revérsica, o la ‘proposición 

anticipada de la pretensión de regreso’ (Parra Quijano), o el denominado ‘derecho de 

regresión’ o ‘de reversión’, como lo ha indicado la Corte, que tiene como causa la relación 

sustancial de garantía que obliga al tercero frente a la parte llamante, ‘a indemnizarle el 
perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer 

como resultado de la sentencia’ (artículo 57). De modo que, de acuerdo con la concepción 

que sobre el llamamiento en garantía establece el texto legal antes citado, la pretensión que 

contra el tercero se formula es una pretensión de condena eventual (in eventum), es decir, 

que ella sólo cobra vigencia ante el hecho cierto del vencimiento de la parte original y que, 

con ocasión de esa contingencia de la sentencia, ‘se vea compelido a resarcir un perjuicio 
o a efectuar un pago’, como lo ha dicho la Corte: SC 24 oct. 2000, rad. n.º 5387, reiterada 

SC4066-2020.  

6) A términos de lo establecido por los artículos 54 a 57 del Código de Procedimiento Civil 

[actuales artículos 64 a 67], con el llamamiento en garantía, que en sentido amplio se 

presenta siempre que entre la persona citada y la que la hace citar exista una relación de 
garantía, o con la denuncia del pleito que a esto también equivale, la relación procesal en 

trámite recibe una nueva pretensión de parte que, junto con la deducida inicialmente, 

deben ser materia de resolución en la sentencia que le ponga fin’ SC del 13 de noviembre 

de 1980)…: SC042-2022.  

7) «Tratándose de la denuncia del pleito o del llamamiento en garantía, ‘se distingue (…), 

en ambos casos, que unas son las relaciones entre las partes, demandante y demandado, 
y otras, distintas, las del denunciante y el llamado, y la parte que los convoca, cada una, 

por lo tanto, con pretensión propia, dado que como es apenas de verse, sus vínculos 

materiales son independientes’»: SC342, 15 dic. 2005, exp. n.° 25941; reiterada SC, 30 ag. 

2010, rad. n.° 2000-00115-01.  

8) Dado que la «excepción es todo hecho en virtud del cual las leyes desconocen la existencia 
de la obligación o la declaran extinguida si alguna vez existió, o estrictamente ‘…consiste 

en oponer a la acción del demandante un hecho que impide o que extingue los efectos 

jurídicos del hecho alegado por éste, y que por tanto destruye la acción’»: SC151, 13 oct. 
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1993, exp. n.° 3617, su resolución resulta necesaria con el fin de establecer si los 

pedimentos de la parte demandante tienen vocación de prosperidad, sin que se admita 
excusa de ninguna clase.  

9) «[Es] deber del juzgador analizar, no sólo las cuestiones de hecho y de derecho esgrimidas 

en la apelación, sino también las excepciones, pues de lo contrario no podría proferir una 

decisión definitiva, so pena de vulnerar los derechos de defensa y contradicción»: SC1916-

2018.  

10) La incongruencia se configura, conforme a las dilucidaciones precedentes, «cuando el 
funcionario de instancia: (a) omite decidir sobre las [excepciones] que se propusieron en el 

escrito de contestación, siempre que fuere necesario referirse a ellas por haber prosperado 

las pretensiones de la demanda (SC443, 19 dic. 1987); (b) reconoce una oposición que era 

del resorte exclusivo de las partes sin que se hubiera solicitado oportunamente -

prescripción, nulidad relativa o compensación- (SC16785, 17 oct. 2017, rad. n.° 2008-
00009-01); o (c) desatiende una excepción que debe declararse oficiosamente, siempre que 

la encuentre demostrada en el proceso (SC, 18 ab. 1955, G.J. n.° 2153, p. 31; en el mismo 

sentido AC7709, 21 nov. 2017, rad. n.° 1998-07501-01): SC4257-2020.  

11) El órgano colegiado… [debe] incorporar a la discusión aquellos tópicos que eran 

inescindibles para establecer la viabilidad de las pretensiones, como son las defensas 

propuestas por la convocada y que de forma oficiosa debían reconocerse, en tanto la mera 
prosperidad de los argumentos de la apelación no es suficiente para pretender una condena 

si alguna de las excepciones esgrimidas en la contestación estuviera llamada a prosperar: 

SC1916-2018.  

12) Respecto a la legitimación para impugnar, la Corte exige que la determinación recurrida 

sea desfavorable al impugnante, so pena que no pueda abrirse paso su estudio: Doctrina y 
jurisprudencia, con fundamento en lo que dispone la ley, consideran que para interponer 

un recurso es indispensable que la providencia que se impugna cause agravio al recurrente 

en sus resoluciones. Esto es lo que se conoce con el nombre de interés para recurrir en la 

ciencia procesal, lo cual, como se sabe, no sólo tiene validez con respecto a los recursos 

ordinarios sino también en tratándose del de casación: AC 28 nov. 1984.  

13) Una de las condiciones de admisibilidad del recurso judicial, cualquiera sea su clase, 
es la legitimación del impugnante, que además del aspecto puramente formal, o sea que el 

acto procesal provenga de la parte o de un tercero interviniente, exige del interés, que no 

es otra cosa que el agravio o el perjuicio que irroga la providencia impugnada a quien funge 

como recurrente, de acuerdo con una mensura que no solamente involucra factores 

cuantitativos, sino también cualitativos y que como lo afirma Carnelutti, va ligado a la idea 
de vencimiento: SC, 9 feb. 2001, exp. n.° 5549.  

14) [D]entro de la teoría general de los recursos hay un postulado que inspira la filosofía de 

entregar a las partes la posibilidad de enjuiciar las decisiones jurisdiccionales, que es el de 

la legitimación, uno de cuyos perfiles es el llamado interés para recurrir, que en trasunto 

se circunscribe al perjuicio, agravio o desmedro que la providencia criticada le irroga al 

impugnador. Traduce, más elípticamente, que sin perjuicio no hay recurso, desde luego 
que éste no está instituido con un criterio antojadizo sino como remedio porque se propende 

obtener la enmienda de decisiones que han sido producidas con desviación jurídica: AC, 

20 en. 2014, rad. n.° 2013-02902-00, reiterada AC016-2021.  
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15) Artículo 320 CGP: De la norma en cita emerge diamantino que la “legitimación para 

recurrir”, cualquiera sea el mecanismo que se emplee, le asiste a quien resulte afectado 
negativamente por la postura definitoria acogida por el juzgador de instancia; en 

consecuencia, la parte accionada se habilita para activar la jurisdicción en pro de modificar 

tal determinación, siempre que ésta le perjudique, a contrario sensu, si aquélla niega la 

integridad de las pretensiones formuladas en su contra, no surge el citado “interés”, aun 

cuando el extremo victorioso no comparta los raciocinios que conllevaron a ese proveído: 

STC10898-2019.  
16) [S]egún los principios directrices del recurso de apelación, a más de su interposición 

oportuna y debida sustentación, es menester la legitimación para recurrir, esto es, el interés 

o aptitud singular, específica y concreta para controvertir la decisión circunscrita a “la parte 

a quien le haya sido desfavorable la providencia” (artículo 350 Código de Procedimiento 

Civil) y exigible también en la hipótesis de adhesión al recurso de la otra parte, “en lo que 

la providencia apelada le fuere desfavorable” (artículo 353, ejusdem) o, lo que es igual, el 
interés para recurrir, comporta una específica y estricta legitimación reservada únicamente 

al sujeto procesal a quien desfavorece la decisión, excluyéndose a la parte favorecida con 

la decisión: SC064, 9 jul. 2008, rad. n.° 2002-00017-01.  

17) «Nadie está obligado a lo imposible» (ad imposibilia nemo tenetur), principio reconocido 

ampliamente en la jurisprudencia nacional: SC5755-2014; SC, 5 jul. 2007, rad. n.° 1989-

09134-01; SC, 20 sep. 2000, exp. n.° 5422.  
18) Sobre la vía indirecta, la jurisprudencia tiene dicho: [L]a vulneración de la ley sustancial 

por vía indirecta tiene dos vertientes, en la medida en que el juez puede incurrir en dicho 

quebrantamiento cometiendo errores de hecho, que aluden a la ponderación objetiva de las 

pruebas, o de derecho, cuando de su validez jurídica se trata. La inicial afectación… ocurre 

cuando el fallador se equivoca al apreciar materialmente los medios de convicción, ya sea 
porque supone el que no existe, pretermite el que sí está o tergiversa el que acertadamente 

encontró, modalidad ésta que equivale a imaginar u omitir parcialmente el elemento 

probatorio porque la distorsión que comete el Juzgador implica agregarle algo de lo que 

carece o quitarle lo que sí expresa, alterando su contenido de forma significativa…La otra 

modalidad de yerro, el de derecho, se configura en el escenario de la diagnosis jurídica de 

los elementos de prueba, al ser desconocidas las reglas sobre su aducción e incorporación, 
el mérito demostrativo asignado por el legislador, contradicción de la prueba o valoración 

del acervo probatorio en conjunto: SC4063-2020.  

19) «Si la acusación se encamina por la vía indirecta… se deberá indicar… en qué consistió 

el yerro [singularizando de manera diáfana y exacta en qué consiste la equivocación 

manifiesta y trascendente en que incurrió el sentenciador -AC1799, 6 may. 2022, rad. n.° 
2017-00502-01] y la incidencia del supuesto desatino en la decisión cuestionada, carga de 

demostración que, recae exclusivamente en el censor»: AC1510-2022.  

20) «[E]l dislate fáctico que conduce a la infracción de la ley material debe ser manifiesto, 

valga anotarlo, ‘tan grave y notorio que a simple vista se imponga a la mente, sin mayor 

esfuerzo ni raciocinio, o, en otros términos, de tal magnitud, que resulte absolutamente 

contrario a la evidencia del proceso. No es, por lo tanto, error de hecho que autorice la 
casación de un fallo, aquel a cuya demostración sólo se llega mediante un esforzado 

razonamiento’ G.J. LXXVIII, pág. 972»: SC296-2021.  
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21) Es bien sabido que para que «a la intervención de un tercero pueda imprimírsele los 

alcances plenamente liberatorios, es necesaria la concurrencia de las siguientes 
condiciones: a) Debe tratarse antes que nada del hecho de una persona por cuyo obrar no 

sea responsable reflejo el agente presunto…; b) También es requisito indispensable que el 

hecho fuente del perjuicio no haya podido ser previsto o evitado por el demandado… c) Por 

último, el hecho del tercero tiene que ser causa exclusiva del daño»: SC, 8 oct. 1992, rad. 

n.° 3446; reiterada SC4204-2021.  

22) No en vano, el numeral 2.2. del artículo 3° de la ley 1480 de 2001 obliga al consumidor 
a «obrar de buena fe frente a los productores y proveedores y frente a las autoridades 

públicas», de lo cual emana un deber de colaboración, «en el sentido de que ‘se orienta a la 

satisfacción del interés de su cocontratante, lo que específicamente supone, según 

reconocida doctrina iusprivatista, una dinámica cooperación en beneficio ajeno’ SC, 2 ag. 

2001, exp. n.° 6146, reiterada en SC5327-2018»: SC4670-2021.  
23) El desarrollo y evolución de la industria, la producción en serie, la masificación de las 

relaciones jurídicas y económicas, el mercadeo y la distribución comercial, entre otros 

factores, han sido determinantes para el surgimiento de una disciplina de orientación 

tuitiva que se ha denominado Derecho del Consumidor o, para otros, del Consumo, 

esencialmente caracterizada por regular lo que concierne a los consumidores y a las 

relaciones de consumo. Se trata de una materia que traspasa las relaciones tradicionales 
propias del derecho privado, para extenderse a las que se ajustan entre el Estado y los 

diversos actores del mercado, en la medida en que tengan injerencia en los intereses de la 

colectividad.: SC, 3 may. 2005, rad. n.° 1999-04421-01.  

24) No debe asombrar, entonces, que ante la creciente e irreprimible aparición de estos 

métodos de contratación, así como el surgimiento y fortalecimiento de novedosos 
fenómenos sociales como el de “los consumidores”, los “empresarios y fabricantes”, deban 

romperse rancios esquemas forjados en medio de un inflexible rigor, para dar paso, en 

cambio, a la elaboración de respuestas útiles, justas y adecuadas; de ahí que la 

Constitución Política colombiana promulgada en 1991, en un intento por conciliar la 

economía de mercado con el Estado intervencionista, le apostó a un Estado Social y 

Democrático de Derecho, con sustento en un modelo económico de libre competencia 
(artículos 1°, 333 y 334), en el que la oferta de bienes y servicios, al igual que la fijación de 

precios, corresponde, por regla general, a imperceptibles pero evidentes fuerzas 

económicas, y en el que las relaciones jurídicas cumplen un papel definitorio en la 

legitimación del intercambio de bienes, pues se convierten en el instrumento regulador de 

las transacciones económicas en él realizadas: SC, 30 ab. 2009, rad. n.° 1999-00629-01.  

25) Se creó «una ‘responsabilidad especial’ [del productor] frente a [los consumidores] -ex 
constitutione- (Sentencia de constitucionalidad C-973, 2002), que los habilita para accionar 

directamente contra el fabricante en orden a hacer efectivas las garantías a que hubiere 

lugar o a reclamar el resarcimiento de los daños que les fueran irrogados»: SC, 7 feb. 2007, 

rad. n.° 199-00097-01.  

26) Regla similar se encuentra contenida en el artículo 932 del Código de Comercio, que 

regula la garantía de buen funcionamiento en las ventas comerciales, aunque con la 
precisión de que el término para hacer la reclamación es de treinta (30) días, vencido el 

cual «caduca» el derecho del comprador. Por tanto, «el comprador puede demandar la 
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indemnización de perjuicios, siempre y cuando la señalada garantía la haya reclamado en 

la oportunidad legalmente establecida y durante la vigencia de la misma»: SC2142-2019.  
27) En este último evento el derecho se somete a caducidad, lo que trasluce que su 

«consumación sin ejercerlo, como es lógico, comporta per se su extinción definitiva y 

comprende el de las acciones respectivas. Es decir, la extinción del derecho por caducidad, 

extingue todas las acciones para hacerlo valer»: SC4958-2015.  

28) La jurisprudencia en vigor tiene señalado que cuando un escrito «es ininteligible… 

procede desentrañar su verdadero sentido y alcance, mediante una interpretación seria, 
razonada, fundada e integral», por tanto, «compete al juez superar los equívocos en la 

formulación… y buscar lo realmente querido por las partes. En cualquier evento, 

escrutándolo desde lo fáctico, al margen de nomenclaturas o de fallas estrictamente 

nominativas. En la hora de ahora, la tarea del juez constitucional no es la de atarse a 

formulismos, muchas veces vacuos, ni prescindir de auscultar cuanto realmente se halla 
ventilado y probado»: SC5193-2020.  

29) «[l]os consumidores se encuentran en una posición de inferioridad… dispersos y 

dotados de escasos conocimientos y potencialidades, [que] enfrentan a las fuerzas de la 

producción y comercialización de bienes y servicios, necesarios en orden a la satisfacción 

de sus necesidades materiales… Por ello, se requiere de su especial protección con el 

objetivo de garantizar la igualdad sustancial inherente al Estado Social de Derecho»: 
AC1528-2020.  

30) Dicho principio llamado “pro consumatore” o en favor del consumidor, se cimenta, 

básicamente, en la situación de debilidad de este frente al mercado y se encamina a lograr 

un equilibrio en las relaciones entre aquél y los actores comerciales o empresariales con 

carácter dominante. Por tanto, ante normas contrapuestas o, eventualmente, perjudiciales 

para el consumidor, deberá efectuarse una interpretación favorable a este último en 
procura de no lesionar sus garantías y permitirle superar las desigualdades con los demás 

agentes mercantiles: STC11884-2018.  

31) La jurisprudencia tiene especificado: «el trasfondo de la responsabilidad personal es el 

derecho natural racionalista; y el progresivo protagonismo de la idea de libertad, hasta una 

fórmula de atribución de responsabilidad general y abstracta, cuyo paso definitivo fue dado 
por la escuela racionalista de Grocio y desembocó finalmente en el artículo 1382 del Código 

francés, en el que quedó consignada la expresión más célebre de esa responsabilidad 

subjetiva o por culpa: “Todo hecho cualquiera del hombre, que causa daño a otro, obliga a 

quien por cuya culpa ocurrió a repararlo”»: SC 18 dic. 2012, rad. n.° 2006-00094-01.  

32) Traduce lo expuesto que el pago realizado por uno de los deudores solidarios a favor del 

acreedor inicial trae consigo una nueva obligación, pero sólo entre quienes conformaban el 
extremo pasivo de la primera prestación, esta vez conjunta, es decir la que tiene por objeto 

una cosa divisible y existe a cargo de dos o más deudores o a favor de dos o más acreedores, 

en forma tal que cada deudor sea solamente obligado a su cuota o parte en la deuda y que 

cada acreedor apenas pueda pedir su parte o cuota en el crédito (art. 1568 y 1583): SC5107-

2021. 
 

Fuente doctrinal:  
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Hernando Morales Molina, Curso de Derecho Procesal Civil, Parte General, Editorial ABC, 

1991, p. 259.  
Eric Palacios Martínez e Ysmael Nuñez Sáenz, Teoría General de las Obligaciones, Jurista 

Editores, Lima, 2004, pp. 205 y 206.  

Alterini, Atilio A., El estatuto del consumidor. En Trigo Represas, Félix y Stiglitz, Rubén S., 

Contratos, Argentina, Ed. La Rocca, 2001, p. 421. 

 López Cabana, Roberto M., Los Contratos de Consumo en el Derecho Argentino-Peruano. 

En Alterini, Atilio Aníbal y otros, Contratación Contemporánea, Tomo II, Ed. Palestra - 
Temis, Lima - Bogotá, 2001, p. 498.  

Guillermo Cabanellas de Torres, Diccionario Jurídico Elemental, Editorial Heliastra S.R.L., 

1993, p. 144.  

Carlos Gustavo Vallespinos, El Derecho de las Obligaciones y la Protección Jurídica del 

Consumidor. Introducción al Derecho del Consumo. Lineamientos Centrales de las Leyes 
24.240 y 26.361. En Obligaciones y Contratos en el Derecho Contemporáneo, Ed. 

Universidad de La Sabana y Diké, Bogotá, 2010, p. 171.  

Sergio Sebastián Barocelli, Los Principios del Derecho de Consumo como Orientadores de 

la Interpretación y Aplicación en el Diálogo de Fuentes. En Impactos del nuevo Código Civil 

y Comercial en el Derecho del Consumidor. Diálogos y Perspectivas a la luz de sus 

Principios, Facultad de Derecho de la UBA, Buenos Aires, 2016, p. 14. 
 

EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA LEGAL-Interpretación del término para el reclamo 

judicial que establece el artículo 58 numeral 3º de la ley 1480 de 2011. No tratándose de 

la extinción de un derecho material, sino del ejercicio de la acción que conlleva igualmente 

la del derecho, sin que pueda confundirse éste con aquella, se identifica como de caducidad 
y no de prescripción, el plazo consagrado en el núm. 3 del art. 58 de la Ley 1480 de 2011 

para presentar la demanda en acciones jurisdiccionales de protección al consumidor, lo 

que impone su reconocimiento oficioso o a solicitud de parte como se deriva igualmente de 

lo dispuesto por los arts. 90, 280 inciso 2º, 281 inciso 1º y 282 del C.G.P., aplicables en la 

forma que señala el artículo 40 de la Ley 153 de 1887. La conclusión anterior no se altera 

bajo los supuestos de la referencia a la prescripción contenida en el numeral 6º del artículo 
58 de la Ley 1480 de 2011, ni al de interpretación favorable al consumidor establecido por 

el artículo 4º de la ley citada. Aclaración de voto Magistrada Hilda González Neira. 

 

EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA LEGAL-Interpretación del término para el reclamo 

judicial que establece el artículo 58 numeral 3º de la ley 1480 de 2011. Al referirse la 
sentencia al término contemplado en el numeral 3º como de prescripción y no de caducidad, 

no solo se desconoce la naturaleza jurídica de cada institución, sino que, además, se 

elimina la facultad de que el juez la declare ex officio de encontrarla configurada, dejándola 

solo al arbitrio de los convocados para que la invoquen como mecanismo exceptivo. Como 

la adecuación a la figura de la prescripción o a la caducidad quedó sujeta a la interpretación 

de cada juzgador, no existe un criterio uniforme sobre la materia. Sin embargo, para 
superar ese escollo, es necesario indagar sobre el origen y al principio de la seguridad 

jurídica que permiten concluir que el plazo consagrado es de caducidad. Si bien nuestro 

ordenamiento legal busca garantizar el principio pro consumatore como fuente de este tipo 
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de relaciones jurídicas, su aplicación no puede ser absoluta ante la presencia de normas 

de carácter procesal, ya que no pueden desconocerse con el argumento de salvaguardar un 
interés superior. Aclaración de voto Magistrada Martha Patricia Guzmán Álvarez. 

 

EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA LEGAL-Interpretación del término para el reclamo 

judicial que establece el artículo 58 numeral 3º de la ley 1480 de 2011.Como la controversia 

no tenía relación alguna con la prescripción, no parece existir justificación para que se 

hubiera incluido la propuesta hermenéutica. Las acciones ordinarias, como la resolutoria, 
prescriben en diez años, conforme la regla general del artículo 2536 del Código Civil. Y como 

este término es más amplio, o «más benévolo para el consumidor», en palabras de la Corte, 

que el que prevé el artículo 58 numeral 3º, fuerza colegir que la tesis de la favorabilidad 

implica hacer prevalecer el lapso de prescripción decenal por sobre el anual especial, aun 

a pesar de que el promotor hubiera elegido encauzar sus reclamos de justicia a través de 
la acción de protección al consumidor. Y teniendo que preferirse el plazo más amplio, es 

forzoso concluir que la postura que se defiende en la decisión de casación conlleva la 

derogatoria tácita de una norma de orden público y que no parece haber sido considerado 

al momento de proponer la solución que se explica en el numeral 6.2.2.6. de la sentencia. 

Aclaración de voto Magistrado Luis Alonso Rico Puerta. 

 
ASUNTO:  

La copropiedad Edificio Torres de Málaga P.H., reclamó que Edificio Málaga S.A.S.-

propietario comercializador- y Abento S.A.S. -gerente- sean condenadas a «reparar, 

construir, adquirir, demoler, instalar, y desplegar… todos los actos necesarios de 

intervención sobre los bienes comunes listados en el escrito de demanda y pruebas 
documentales… para garantizar la idoneidad, seguridad, calidad y buen funcionamiento» 

de estos, ante el incumplimiento de la obligación legal de garantizar la idoneidad, calidad y 

buen funcionamiento de los bienes comunes que integran el Proyecto Edificio Torres de 

Málaga». La Superintendencia de Industria y Comercio desestimó las pretensiones por 

considerar que: (I) las demandadas estuvieron prestas a cumplir; (II) la demandante fue 

renuente a recibir las zonas comunes y a permitir las reparaciones; y (III) no se arrimaron 
pruebas que demuestren los defectos reclamados. Accedió a la excepción intitulada 

«inexistencia del derecho por cumplimiento de la normatividad vigente». El ad quem negó 

las excepciones, declaró que «Abento S.A.S., Edificio Málaga S.A.S. y Proyectos y 

Promociones Iberoamericanas S.A.S. -contratista constructor-, incumplieron la obligación 

de garantizar la calidad e idoneidad de los bienes comunes (esenciales y no esenciales) del 

Edificio Torres de Málaga P.H. y, por lo tanto, son solidariamente responsables por la 
efectividad de la garantía de dichos bienes». Si bien las demandadas y llamada en garantía 

acudieron al recurso de casación, sólo las primeras lo sustentaron, proponiendo tres 

embistes: 1) violación indirecta por errores de hecho y de derecho. 2) los siguientes por la 

causal tercera: ante la incongruencia mínima petita, por no haberse pronunciado sobre el 

llamamiento en garantía contra PPI., y por no haber estudiado la excepción de prescripción 
y - o caducidad propuesta por Edificio Málaga S.A.S. y Abento S.A.S. La Sala casa 

parcialmente la sentencia impugnada y modifica la de primera instancia. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
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NÚMERO DE PROCESO    :  11001-31-99-001-2017-33358-01 
PROCEDENCIA     : SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC2850-2022 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 25/10/2022 

DECISIÓN    : CASA PARCIALMENTE Y MODIFICA Con aclaraciones de voto 
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